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			INTRODUCCIÓN

			“Se trata de aquellos modos de hacer y de sublevarse

			que se repiten y renuevan a través de los tiempos (...)” 

			ADOLFO GILLY

			LA HISTORIA de las luchas populares está grabada en la memoria de las calles céntricas y periféricas, está en las rutas que marcaron las marchas por la pampa, los puertos y las minas. En plazas, esquinas y caminos hay indicios de un largo trecho recorrido para detener —o al menos contener— la explotación asalariada, para demandar condiciones de trabajo y vida dignas, para ser reconocidos como interlocutores válidos, para hacerse ver y escuchar por quienes ejercen el mando y concentran la riqueza y el poder, y, sobre todo, para romper con la cadena insostenible de despojos, agravios y humillaciones.

			En esa trayectoria surgieron liderazgos, organizaciones, banderas y nuevos horizontes de posibilidades, experiencias de rebeldía que se fueron transmitiendo entre generaciones y sedimentando en diversas tradiciones de lucha que conforman la historia de la protesta popular chilena. En esas huelgas, marchas y revueltas se conformaron complicidades y solidaridades entre iguales, colectivas, que permitieron desarrollar cuestiones fundamentales como la afirmación, la cohesión y la ruptura de un orden considerado normal. Un nosotros/as que se conjugó con el tiempo de la rebeldía y que rompió, al menos por algunos resquicios del calendario, el de la reproducción, sus órdenes y ordenamientos. Dio vuelta el reloj sobre la mesa para imponer la racionalidad de la protesta, con sus tiempos, con sus modos rebeldes, con sus acciones, sus formas de lucha, sus demandas.

			Por cierto, esto no ocurrió durante todo el siglo XIX, XX y lo que va de este, entre estas historias también hay silencios, reflujos, represiones, derrotas y vueltas a empezar. No es una historia lineal ni menos ascendente. No se ha tratado de una gran acción o hitos aislados, sino de una infinidad de luchas que nos permiten —si prestamos atención y cepillamos la historia a contrapelo, como proponía Walter Benjamin— capturar, escuchar, visualizar los antagonismos de clase, etnia y género que conforman la historia y el desarrollo del capitalismo en Chile.

			En este libro, reconocidos/as historiadores/as y cientistas sociales se reúnen para reconstruir las principales y más gravitantes manifestaciones de protesta que se desarrollaron desde fines del siglo XIX hasta la actualidad. Se trata de un arco histórico amplio, conformado por tres grandes ciclos estructurantes, que nos permite identificar y profundizar en aspectos clave de la protesta popular, como los sujetos, escenarios, las demandas, dinámicas y acciones recurrentes. Estos trabajos nos ayudan además a reconocer y explicar las continuidades que sedimentan tradiciones de lucha, también las rupturas e incorporaciones de nuevos repertorios con que aportan nuevas generaciones, así como las diversas apuestas económicas y políticas implementadas por el Estado y las élites dominantes. 

			El ciclo histórico de la primera parte del libro se inscribe en el marco del despliegue del capitalismo, particularmente desde la década de 1870 hasta la crisis del modelo primario exportador y los efectos de la crisis mundial de 1929. Lo hemos denominado: “El régimen Oligárquico y la cuestión social, 1870-1930. La irrupción de la protesta y la organización popular”. Este periodo se caracterizó por la existencia y permanencia de diversos conflictos políticos y sociales, muchos de ellos resueltos de manera violenta y con trágicas consecuencias en cuanto a pérdidas de vidas. Varios son los procesos que permiten inscribir y configurar las características principales de los actores protagónicos de dicha conflictividad, como de las dinámicas y escenarios de esta. Por una parte, el ciclo de guerras que llevó adelante la élite chilena: primero, contra peruanos y bolivianos en la Guerra del Pacífico (1879-1884); luego, contra el pueblo mapuche a través de la denominada “Pacificación de la Araucanía”, que significó una guerra de ocupación, despojo y aniquilamiento contra este pueblo en lo que actualmente es el sur de Chile (estos dos conflictos militares implicaron una importante extensión territorial y la obtención de cuantiosos recursos naturales para la oligarquía chilena); por último, una guerra entre la propia élite durante 1891, a propósito del control y las proyecciones políticas de las enormes riquezas que comenzaba a entregar el salitre recién conquistado en la Guerra de Pacífico. 

			Por otra parte, los conflictos nacientes al alero del proceso de modernización capitalista, que se consolidó inicialmente en el norte salitrero y se desparramó luego por puertos, ciudades principales y la zona del carbón en el sur de Chile. Este proceso permitió la emergencia del moderno proletariado y su transformación en un actor colectivo y protagónico de los más importantes conflictos sociales y políticos durante este periodo. Su relevancia estratégica en la producción de la riqueza minera (salitre y carbón), así como en el acopio y el traslado de esta, convirtió a los obreros en pilares fundamentales del modelo primario exportador y de la vinculación con la economía mundial. 

			No obstante, este fenómeno significó para la clase trabajadora una profunda tragedia como resultado de las paupérrimas condiciones de trabajo y de vida a la cual fue sometida, convirtiéndose en uno de los aspectos más visibles de la crisis del régimen oligárquico, ante la incapacidad de este de reconocer tanto las problemáticas resultantes del proceso de modernización capitalista, como el surgimiento de nuevos actores sociales y políticos. La organización lograda y el proceso de politización llevado adelante al calor de las diversas luchas que protagonizó, situarán a la clase obrera como uno de los actores clave dentro de la crisis del régimen oligárquico durante la década de 1920. 

			En este escenario, las dinámicas más importantes de conflicto estarán marcadas por el rol central de las élites dominantes, la clase trabajadora y del Estado a través del control social, la contención política y la represión de la organización y la protesta popular. Al respecto, tanto la historiografía nacional como internacional ha incursionado en las diversas formas de organización y lucha desarrolladas por la clase obrera y los sectores populares, dando cuenta de las condiciones de explotación y vida de indígenas, trabajadores urbanos, de los centros mineros y principales puertos, mujeres, niños y campesinos. Pero sobre todo, se ahonda en la heterogeneidad del mundo popular, el proceso formativo de la clase obrera en el norte salitrero, en los componentes identitarios, los procesos de politización, la influencia y recepción de corrientes ideológicas, la construcción de sus principales expresiones orgánicas, el levantamiento de demandas sectoriales y programáticas, las estrategias y proyecciones políticas, así como en las numerosas y diversas huelgas y protestas obreras-populares.

			En este marco se caracterizarán los iniciales y principales escenarios y actores de la protesta desencadenada en las zonas urbanas con mayor concentración de personas y que experimentaron los primeros efectos del despliegue del capitalismo, así como otros espacios clave de la dinámica capitalista chilena en este ciclo, como lo fueron los centros mineros y puertos. Bajo este contexto se encuentra el trabajo “Entre motines y protestas. Conflicto político y rebeldía popular en Chile (1850-1891)”, de Igor Goicovic, quien al analizar e inscribir la serie de conflictos violentos que caracterizaron el proceso expansivo llevado adelante por la élite chilena entre 1870 y 1891, dentro del proceso más amplio de transición a la modernidad capitalista y consolidación del régimen oligárquico, estudia las principales incursiones en el espacio público por parte de los sectores populares y las formas recurrentes de protestas durante el periodo, particularmente las asonadas y motines urbano-populares. El trabajo de Goicovic realiza un recorrido histórico por las más importantes formas de intervención política del mundo popular en los escenarios de la élite, como sus conflictos bélicos y convocatorias políticas, destacando, por lo general, la tensa relación entre estos y los altos niveles de autonomía del primero respecto de los representantes de las clases dominantes. 

			Por su parte, Pablo Artaza y Nicole Fuentealba, en su trabajo “Protestas y huelgas salitreras: transformaciones en la experiencia reivindicativa del proletariado salitrero bajo la cuestión social, 1870-1930”, estudian las diversas estrategias desplegadas por los trabajadores del salitre durante el ciclo expansivo de este mineral. Lo anterior les permite inscribir y vincular las particularidades de la protesta que se presentaba en este espacio minero con las principales dinámicas de la economía mundial. Profundizan en las condiciones de vida y en las protestas contra el orden social y político, lo que les posibilita analizar los procesos de conflictividad social y politización de los trabajadores pampinos. Recorren e identifican la emergencia del discurso clasista, la capacidad de convocatoria, los ámbitos de sociabilidad, las continuidades y las rupturas en cuanto a formas de organización y lucha por parte del mundo pampino, desde la primera huelga general del país, en la ciudad de Iquique durante 1890, pasando por el ciclo de movilizaciones desencadenadas a comienzos del siglo XX, las huelgas portuarias de 1916 y 1918 y las desarrolladas en el marco de la crisis salitrera durante la segunda década del siglo XX, con sus trágicas consecuencias. Del mismo modo, se detienen en las dimensiones organizativas del movimiento obrero, que transita de una expresión provincial a una nacional.

			Al igual que en el norte salitrero, la industria minera del carbón —presente en Lebu, Curanilahue, Lota, Coronel, Lirquén y Cosmito en la zona sur del país— también dio cuenta de numerosas y cruentas movilizaciones de trabajadores durante este periodo. Como señala Hernán Venegas en su capítulo, titulado: “Politización y conflicto. La larga marcha de los trabajadores del carbón. Chile, 1900-1927”, la historia de este espacio minero también experimentó la férrea explotación económica ejercida por los empresarios y sus administradores. Del mismo modo, precisa, fue respondida con organización, manifestaciones y huelgas por parte de los trabajadores y un ascendente proceso de politización popular. Bajo estos preceptos, indaga en las condiciones de vida de los mineros del carbón, en su capacidad organizativa, de movilización y de autonomía ante el Estado y las élites empresariales locales, las cuales, a juicio del autor, estarían sustentadas en una poderosa identidad de clase. Dichas capacidades obedecían, por un lado, a la articulación social configurada con otros actores productivos de la zona, incluso más allá del espacio regional, y por otro, a la conciencia que tenían los mineros del carbón respecto de su papel estratégico en el abastecimiento de este combustible para el país.

			En relación con las expresiones de protesta popular, el autor realiza un barrido por los principales hitos huelguísticos de la zona durante las dos primeras décadas del siglo XX. Partiendo con el ciclo inicial de conformación de los espacios organizativos y de conflictividad, entre 1900 y 1907, los que se caracterizaron por su corta duración y carácter gremial. Describe las articulaciones sociales y políticas generadas al calor de la movilización popular, a través de la solidaridad con lancheros, trabajadores portuarios, zapateros y diversas organizaciones sociales de la región, incluso del resto del país, donde también se desencadenaban procesos de gran similitud, como en los centros mineros del salitre. Además, el análisis de un ciclo más largo de movilización le permite identificar las continuidades y rupturas en las manifestaciones de protesta, resaltando, a partir de las huelgas de los años 1916 y 1920, las jornadas de movilizaciones previas como antesala de la paralización, la extensa duración de estas y la amplitud de actores involucrados.

			Por su parte, Jorge Navarro, en su capítulo titulado “La calle es política: movilización obrera en la ciudad y represión de la protesta. Santiago, 1905-1924”, analiza las particularidades de las demandas y dimensiones de la protesta obrera en el espacio público y urbano. Modernización capitalista, crisis social y conflictividad política se articulan en la ciudad, la cual se convierte en escenario no solo de la tradicional huelga de trabajadores en su propio lugar de trabajo, sino en el escenario de múltiples articulaciones sociales que demandan mejoras, difunden sus ideas y se expresan recurrentemente en el espacio público. La ciudad se convierte, junto a la protesta, en el principal emplazamiento de la dinámica de politización popular. Navarro analiza la trayectoria de la protesta llevada adelante por los trabajadores organizados, las dimensiones sociales, políticas y espaciales de su convocatoria. Para ello, caracteriza el proceso de politización y de formación del carácter clasista del movimiento obrero en el espacio urbano, las distintas actividades políticas que permitieron tal logro y las diversas respuestas estatales ante ello. De esta forma, da cuenta de conferencias (tanto de anarquistas como de socialistas), debates, conmemoraciones (como las del 1° de mayo y el aniversario de la Revolución Rusa) y manifestaciones callejeras en demanda de trabajo, en contra de la represión, la carestía de los alimentos y la vida, como fueron las convocatorias a las “marchas del hambre”, que, como veremos en la etapa final de este libro, fueron retomadas con fuerza, y a modo de tradición popular, por miles de trabajadoras y trabajadores durante los años desarrollistas y en el marco de la lucha en contra de la dictadura de Pinochet en los inicios de la década de 1980.

			La segunda parte de este libro, “Auge y agotamiento del Modelo Desarrollista, 1930-1973. Masificación y despliegue de la protesta popular”, corresponde al ciclo histórico que abre con la conformación del llamado Frente Popular y cierra con el gobierno de la Unidad Popular, encabezado por Salvador Allende. Si desde la perspectiva de la protesta pudiésemos caracterizar esta etapa en una categoría, esa sería masificación. Presenciaremos diversas formas de lucha que, si bien ya podemos registrar en las décadas pasadas, se vuelven cada vez más recurrentes y multitudinarias. En efecto, los años que transcurren entre fines de la década del 30 hasta el gobierno de Salvador Allende, constituyen un periodo en que poco a poco se multiplicaron los llamados hechos de masas en ciudades que crecen aceleradamente en sus fronteras y habitantes. Los procesos migratorios y urbanizadores promovidos por las políticas desarrollistas impulsaron a movimientos de trabajadores y a sus familias, desde el sur y norte del país, a buscar una mejor calidad de vida. Solo entre 1940 y 1952 la ciudad de Santiago creció en un 38%, llegando a concentrar un tercio de la población total del país en los años 60. 

			Recordemos cuáles eran las propuestas del modelo desarrollista: diversificar la estructura productiva e impulsar el crecimiento de un mercado interno que permitiese el desarrollo de las fuerzas productivas y la circulación de capital y mercancías; a falta de una burguesía que pudiese emprender la misión, le correspondería al Estado tener un rol protagónico y activo en ese proceso; también se contemplaba democratizar las bases sociales, ampliando los mecanismos de participación popular, terminar con la desigualdad y la concentración de la riqueza, modernizar el campo y la ciudad, ampliar la red educativa y sanitaria. En efecto, hasta los años 40 se evidencia un crecimiento del aparato público y un impulso a la diversificación industrial, no obstante, en los años siguientes se desdibujarán los límites del proyecto y terminará por estancarse. Junto a las frustraciones de un proceso de desarrollo y modernización truncado, se resiente el déficit de viviendas y el peso de la constante inflación por sobre los salarios, con un mercado interno que lejos de expandirse al mismo pulso que el comercio y la industria manufacturera, acentuaba los niveles de desigualdad, inseguridad y exclusión de las mayorías. 

			La Guerra Fría también se sentía dentro de la ciudad de masas:1 dividía sus trincheras ideológicas e incidía en su quehacer político. Pero la correlación de fuerzas, aunque aparentemente discontinua, gravitaba hacia la izquierda en su estrecho vínculo con los hábitos y la cultura política de las clases populares. Así lo ejemplificó la ampliación de las bases militantes; el poder de convocatoria de una combativa CUT, nacida en 1953 y liderada por Clotario Blest, en una serie de paros y huelgas que han sido graficados como el volcán gremial; y la alta votación para la candidatura presidencial de Salvador Allende en 1958. De forma paralela, la presencia activa de unos estudiantes que acumularon fuerza y voz hasta llegar al proceso de Reforma Universitaria. 

			Nos interesa recalcarlo. Fue en las fábricas, minas y oficinas; barrios, cerros y calles desde donde se ampliaron los espacios de la política, articulando demandas y alianzas que incidieron en ellas, y cuando la confrontación desafió los “principios de autoridad”, o fue considerada un peligro para el orden imperante, se aplicaron distintos mecanismos de represión y neutralización que con diversos grados advertimos a lo largo de estos años. Como ha resaltado Tomás Moulián, los sectores dominantes debieron ensayar nuevas formas de dominación y disciplinamiento social, transitando desde el fin de la Dominación defensiva (1942-1946), y la breve pero sangrienta administración interina de Alfredo Duhalde, a la Dominación represiva (1948-1958) comandada por Gabriel González Videla e Ibáñez del Campo. Finalmente, el periodo concluyó en una Dominación integrativa (1958-1970), liderada por Jorge Alessandri y Eduardo Frei Montalva, culminando con la elección de Salvador Allende.2

			La clase trabajadora y los sectores populares no observaron impávidos, se organizaron, respondieron y presionaron al sistema. Una ola de huelgas, paros, revueltas, tomas y marchas inundó las ciudades y los campos. Se trataba de una clase obrera movilizada en minas e industrias, de un proletariado pobre o empobrecido que se alojaba en la periferia de las ciudades, de trabajadores de cuello blanco que aumentaban gracias al crecimiento del aparato estatal y de servicios de carácter privado, de campesinos que demandaban el derecho a sindicalizarse y negociar sus condiciones de trabajo y vida, de sectores estudiantiles y profesionales críticos ante la falta de perspectivas. Pero también, y esto fue fundamental durante el periodo, del desarrollo de una red de organizaciones de clase que lograron canalizar los impulsos de los sectores movilizados y darles una expresión orgánica. Ellos y ellas fueron fuerza propulsora de las transformaciones y sentaron las bases para generar una plataforma favorable a los cambios, que cobrará hegemonía a fines de la década de 1960.3 Para entonces, como sostuvo Atilio Borón en 1975, al cuestionarse sobre las raíces histórico-estructurales que incidieron en la radicalización del proceso chileno, ya sería imposible gobernar el país sin introducir cambios de importancia en las condiciones socioeconómicas y políticas bajo las cuales había funcionado el sistema en su conjunto. 

			De esta manera observamos un encadenamiento de luchas que toma fuerza y presencia, tal como demuestra para el caso de la minería del carbón la historiadora Jody Pavilack en el capítulo “El pan grande fue un engaño. Colaboración y conflicto en la zona carbonífera desde el Frente Popular hasta comienzos de la Guerra Fría”. Pavilack da cuenta de cómo se experimentó la llamada “promesa democrática colaborativa” del Frente Popular y los gobiernos radicales en la zona del carbón en el sur de Chile. Profundizando en las tensiones entre las familias trabajadoras, representantes del Estado y capitalistas privados, destaca las diversas formas de acción política y protesta popular que llevaron a cabo los trabajadores bajo el liderazgo y hegemonía comunista, en lo que considera el apogeo del Frente Popular en 1942, hasta su trágico final, signado por los eventos de octubre de 1947, en el contexto de la huelga del carbón. También describe cómo la trayectoria de lucha de los mineros estuvo marcada por huelgas, pliegos petitorios, concentraciones en plazas públicas, ollas comunes, marchas y caceroleos, e incluso utilización de dinamita para repeler a fuerzas policiales. 

			Pero no solo eran los mineros, también la zona sur se estremecía con lo que la historiadora María Angélica Illanes llamó “movimiento en la tierra”, haciendo referencia con aquello a la participación del movimiento campesino y de pueblos originarios, en tanto fuerza social que se sumó a la de trabajadores urbanos, generando en conjunto una significativa desestabilización del régimen capitalista, en las primeras cuatro décadas del siglo XX, pero con énfasis en los gobiernos del Frente Popular y radicales. De esta manera, el capítulo “Cuerpos y formas de lucha campesina y mapuche y sus articulaciones con el movimiento obrero. Chile, 1ª mitad del siglo XX”, afirma que el mundo social rural se encontró convulsionado “cuando irrumpe en la escena nacional un nuevo discurso que enuncia los derechos del campesinado y pueblo mapuche y los llama a organizarse y a levantar la bandera de sus demandas y el rostro de su dignidad”. El texto se pregunta sobre las distintas expresiones con que hicieron presencia y manifestaron sus demandas, identificando principalmente tres tipos de lucha de los campesinos apatronados: las movilizaciones por el derecho a la sindicalización, las batallas de los pliegos de peticiones y numerosas huelgas.

			También la zona norte se encontraba en movimiento. El 17 de enero de 1946 comenzaba una extensa huelga en las minas de nitrato de Mapocho, en la provincia de Tarapacá y Humberstone, motivada por el drástico aumento de precios de los bienes de consumo básico en la pulpería y la modificación unilateral de las condiciones de trabajo. La zona fue decretada en Estado de Emergencia y militarizada. Además, se les canceló la personalidad jurídica a los sindicatos implicados, comenzando por la clausura de sus sedes y el desafuero de dirigentes. Como respuesta hubo manifestaciones de solidaridad y protesta en distintas ciudades del país. En Santiago, miles llegaron al centro de la ciudad en lo que fue conocida como la masacre de la Plaza Bulnes, donde cayó muerta la joven Ramona Parra y otros cinco trabajadores. Una movilización que se emparenta con la huelga del carbón desarrollada entre el 27 de diciembre de 1945 y el 15 de enero de 1946, con la huelga del salitre que se extendió desde el 17 hasta la primera quincena de febrero del mismo año y con el paro nacional del 30 de enero, y del 4 al 8 de febrero de 1946, convocados ambos como repudio a la represión en la Plaza Bulnes.4

			Las luchas populares continuaron desarrollándose en los años siguientes, incluso durante los tiempos más duros de la Ley Maldita. Poco se ha indagado en las protestas durante dicho periodo, las que en apariencia desaparecen, ya que efectivamente la huelga tuvo un importante descenso a partir de las implicancias de la ofensiva antiobrera de González Videla y la promulgación de la Ley de Defensa Permanente de la Democracia (LDD) en 1948. Pero la protesta no desaparece, sino que debió reconfigurarse bajo el formato clandestino, más pequeño y fugaz. Es posible observarla a través de diversas acciones de resistencia, encabezadas principalmente por jóvenes comunistas que protestaban contra la proscripción de su partido y persecución de sus militantes: rayados hechos de alquitrán en las paredes, actos de sabotaje contra el tendido eléctrico, manifestaciones relámpago en el centro de Santiago, distribución y venta de prensa y panfletos clandestinos, improvisados discursos fuera de las fábricas, entre otras. 

			No está de más considerar, tal como señala Viviana Bravo Vargas en su texto “Santiago y la conquista de las calles: La Revuelta de la chaucha en agosto de 1949”, que tanto los sucesos de 1949 como los de la revuelta de abril de 1957 se produjeron en plena vigencia de la LDD. Se trata, en definitiva, de dos revueltas que son parte de un mismo ciclo y que marcan un arco de tiempo en que se manifiesta a viva voz la crisis del desarrollismo, y el cansancio de la clase trabajadora ante las constantes alzas que encarecían la vida y depreciaban sus sueldos y salarios. Además de una atmósfera de opresión y persecución política. De hecho, observaremos formas de lucha sumamente parecidas en ambas revueltas, como volcamiento de microbuses, destrucción e incendio de garitas, rompimiento de vidrios y vitrinas, marchas por el centro de la ciudad, concentraciones fugaces en diversas poblaciones, lanzamiento de piedras a los símbolos del poder político y económico, barricadas y obstáculos al tránsito vehicular. Pero también diversas huelgas en fábricas y minas, retiro de trabajadores/as fuera de reloj e improvisados discursos invitando a otros a sumarse al movimiento. 

			La Revuelta de la chaucha abonó el terreno para continuar con la organización y movilización de los trabajadores. No solo presenciamos un repunte de la huelga obrera, sino también de los paros nacionales, esta vez convocados por la CUT, en la década de 1950 y 60. En ellos se yuxtaponen las tradiciones de lucha que hemos referido. Por ejemplo, el paro nacional de 1962, si bien fue recordado por la matanza en la población José María Caro, tuvo un importante impacto urbano en distintos puntos de la ciudad. Hubo concentraciones en diversas zonas de Santiago, marchas y discursos; también colocación de durmientes en la vía férrea para evitar el paso de los trenes, barricadas en algunas calles y enfrentamientos a piedras con carabineros, repudio e incluso golpes a los rompehuelgas, juicios populares teatralizados en las quemas del mono, cierre violento de negocios e imponente presencia en los velorios de los caídos. Fueron hechos políticos de masas. 

			En resumen, si bien durante el periodo la huelga fue una herramienta poderosa de presión y confrontación, los/as trabajadores/as y clases populares echaron mano de diversas formas de lucha sedimentadas históricamente con las que intervinieron y se empoderaron en el espacio público y colectivo para transmitir y socializar el descontento. Con trayectorias históricas distintas, diversos liderazgos, alianzas, formas de lucha y ocupaciones de la ciudad, las grandes mayorías actuaron conjuntamente y lograron interpelar al poder, conquistar espacios y aportar a un proceso de democratización social y ascenso del movimiento popular, que culminaría en la elección de Salvador Allende y el proceso de la Unidad Popular.

			Y justamente a desentrañar la lucha de calles en dicho periodo aporta el trabajo de Franck Gaudichaud, “Movilizaciones obreras, cordones industriales y protestas urbanas durante la ‘vía chilena al socialismo’. Santiago, 1970-1973”. Concentrándose en lo que llama la territorialización de las luchas obreras en la ciudad de Santiago, sostiene que la protesta popular y el conflicto de clase estaban claramente situados en la geografía urbana de Santiago. Por lo tanto, las movilizaciones de trabajadores y sus sindicatos que respaldaban a la Unidad Popular y se enfrentaban a sus patrones, irrumpieron en el espacio productivo, en las empresas y fábricas, pero también en las calles y avenidas, tanto en el centro como en las periferias de la capital, a través de diversas formas de lucha. Destaca la gestación de formas autoorganizativas que vinieron a interrogar, subvertir y transformar el conjunto de los territorios de la ciudad, a través de los cordones industriales, la huelga y diversas estrategias de lucha callejera, como manifestaciones, desfiles, barricadas y bloqueo de caminos. Además, la toma de fábricas (a veces incluso manteniendo la producción) fue una de las más significativas movilizaciones obreras, con las asambleas sindicales o el involucramiento en diversas formas de abastecimiento directo en los momentos de crisis y boicot económico. 

			Como sabemos, el golpe cívico-militar del 11 de septiembre de 1973 marcó una profunda transformación de la sociedad chilena, del régimen político y la relación estatal conformada durante el siglo XX. La reestructuración del capitalismo en Chile en su forma neoliberal implicó un proceso de privatizaciones y recortes del presupuesto social, aunado a la supresión de las libertades civiles, redadas y arrestos masivos, torturas, ejecuciones y desapariciones. Entre las llamadas siete modernizaciones impulsadas por los economistas del régimen, hubo reformas fundamentales que implicaron la privatización del sistema de seguridad social, bajo las llamadas Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP), y de la salud, con el advenimiento de un sistema llamado Institución de Salud Previsional (Isapres). Además, se implementó un nuevo Código Laboral, que precarizó y atomizó las relaciones laborales, entre otras medidas. La institucionalización de las transformaciones estructurales se concretó con la redacción final de la nueva Constitución Política de Chile en 1980, que, elaborada por un pequeño grupo de partidarios del régimen bajo cuatro paredes, vendría a reemplazar la de 1925. 

			Diversos economistas sostienen que los costos de la transformación neoliberal, evidenciados con la crisis económica de 1981-82, fueron cargados por los hombros de los sectores más desposeídos. Pero ante el nuevo contexto político y económico, fueron miles quienes salieron a las calles impulsando uno de los ciclos de rebelión popular más extensos que conoce la historia de Chile, conocido como las Jornadas Nacionales de Protesta contra la dictadura, desarrolladas desde el 11 de mayo de 1983 y mantenidas, con mayor o menor intensidad, hasta el final del régimen. En ellas observaremos la articulación y convergencia de las diversas tradiciones de lucha que hemos recorrido en las décadas anteriores.

			Los trabajos agrupados en esta tercera parte, denominada “Instauración, despliegue y crisis del neoliberalismo, 1973-2019. Diversificación y radicalidad en las formas de lucha”, abordan justamente los alcances, las formas, los significados y la heterogeneidad de los actores y escenarios protagónicos de la protesta popular antineoliberal. Bajo este marco, Claudio Pérez, en el capítulo titulado “Todos juntos y al mismo tiempo contra la dictadura de Pinochet. El paro nacional del 2 y 3 de julio de 1986”, analiza una de las jornadas de movilización popular más importantes y características en contra de Pinochet. Por su masividad, radicalidad y combatividad; por la diversidad de formas de lucha desplegadas en todo el país; por la multiplicidad de actores sociales y políticos involucrados, y los niveles de organización y articulación nacional; por la cruenta represión desatada por el conjunto de las Fuerzas Armadas y de Carabineros, el paro nacional del 2 y 3 de julio de 1986 fue el hito más álgido y significativo en cuanto al ciclo de movilizaciones antidictatoriales. En función de dicha importancia, el autor caracteriza y analiza las principales dinámicas, escenarios y actores involucrados en aquella jornada de paralización, destacando, en particular, la participación de la clase trabajadora y pobladores. 

			Las consecuencias políticas que trajo este paro nacional, más el descubrimiento de toneladas de armas ingresadas clandestinamente por el Partido Comunista de Chile, con el objetivo de asegurar y apertrechar la “Sublevación Nacional”, y el fracasado atentado contra Augusto Pinochet por parte del Frente Patriótico Manuel Rodríguez (aparato militar del PCCh) en septiembre de 1986, implicó el aislamiento y la inminente derrota de la izquierda chilena que apostaba por la salida popular y la derrota del régimen. En este escenario, se produjo el marco político para la transición pacífica a la democracia a través del plebiscito que definía la continuidad de Augusto Pinochet en 1988. En ese contexto, millones de chilenas y chilenos salieron a las calles y se movilizaron tal como lo venían haciendo en los complejos años anteriores: con actos masivos, marchas, conciertos, concentraciones y diversas acciones que se tomaron el espacio público, en una colorida campaña, cuya consigna era “¡Chile, la alegría ya viene!”. El triunfo de la opción NO y el llamado a elecciones libres para el año 1989, trajeron como resultado la derrota del candidato de continuidad de la dictadura y el inicio de los gobiernos civiles hegemonizados por la antigua oposición a Pinochet. 

			No obstante, las medidas de profundización del neoliberalismo, así como el despegue definitivo e internacionalización del modelo impuesto en dictadura, se llevaron adelante bajo los gobiernos de la Concertación de Partidos por la Democracia, particularmente durante las administraciones de Patricio Aylwin (1990-1994), Eduardo Frei (1994-2000) y Ricardo Lagos (2000-2006). La intervención del mercado en áreas sensibles como educación, salud y previsión social, parecía no ser objeto de discusión y decisión política. 

			Sin embargo, tempranamente y acumulando organización y fuerza, el movimiento estudiantil vuelve a tomarse las calles para protestar por las consecuencias del modelo construido por la dictadura. Quizás las imágenes más asombrosas que recorrieron el mundo fueron las del año 2011, con multitudinarias concentraciones y mediáticos liderazgos, los que lograron posicionar una demanda histórica por una “educación gratuita, de calidad y sin fines de lucro”, que cuestionaba, en definitiva, el alma del sistema. Este fue un proceso de organización y presencia pública, en que los estudiantes secundarios tuvieron un papel central, tal como dan cuenta los antecedentes con los que contribuye el trabajo de Ivette Lozoya y Viviana Cuevas, “Del Mochilazo a la Marcha de los paraguas: la protesta estudiantil en el Chile neoliberal (2001-2011)”.

			La clase trabajadora también se hizo presente durante este ciclo histórico, por medio de una serie de protestas y huelgas desplegadas a lo largo y ancho de todo el país, a través de las y los trabajadores subcontratados, cuyas experiencias concretas eran el producto del neoliberalismo en el mundo del trabajo. Con el objetivo de dar cuenta de estas expresiones de protesta, Ignacio Ponce, con su capítulo “Contra la precarización laboral. Las luchas de los trabajadores subcontratados en el albor del siglo XXI”, problematiza la idea de un nuevo sindicalismo y estudia el ciclo huelguístico de trabajadores subcontratados entre 2006 y 2009 a través de su accionar, las características de los liderazgos y el desarrollo de estrategias por parte de los movilizados. A juicio de Ponce, este fenómeno más que significar la emergencia de un “nuevo sindicalismo”, implicó la revitalización de las luchas de las y los trabajadores chilenos durante esta década, produciéndose una especie de mixtura de concepciones y prácticas sindicales y de luchas novedosas, pero bajo los contornos de la cultura política sindical chilena.

			Por otra parte, los actores sociales y las luchas se diversifican, dando cuenta de la amplitud de malestares que conmueven y persisten en la sociedad chilena y que son protagonizados por los llamados “nuevos movimientos sociales”, aunque sus historias y demandas estén lejos de ser nuevas, como las numerosas y diversas luchas de carácter emancipatorio y por la autonomía desplegadas por el pueblo mapuche. De esta manera, el texto “Capitalismo, Estado y protesta social mapuche”, del antropólogo Claudio Espinoza Araya, sostiene que las acciones de las organizaciones, los líderes y las comunidades mapuche que observamos en la actualidad obedecen a una historia más larga y compleja y que, en definitiva, se trata de una respuesta colectiva a procesos avasalladores que afectaron de manera violenta y decisiva el desarrollo de su historia. 

			Por su parte, el movimiento feminista, que ha colmado las calles del país levantando voces y banderas en contra del patriarcado, también se caracteriza por su diversificación y multiplicación. Tanto los aspectos organizativos como programáticos y proyectuales alcanzados, le dan a este movimiento una transversalidad importante en relación con otros actores sociales. En este sentido, el texto de Mónica Iglesias, “‘Nos afirman muchas mujeres’: El movimiento feminista y las luchas de las mujeres en la última década (2011-2020)”, reconstruye las articulaciones actuales del feminismo y las luchas históricas que han dado las mujeres en periodos anteriores, así como su vinculación con las múltiples resistencias en diversas dimensiones de la vida. De esta manera, la autora sostiene que uno de los grandes desafíos del movimiento feminista actual es desplegar procesos de lucha desde la particularidad y diversidad que caracteriza a las distintas mujeres, articulando múltiples resistencias a los agravios y violencias que viven, tejiendo puentes y densificando el feminismo y las luchas por la transformación radical de la sociedad, en un sentido anticapitalista y antipatriarcal.

			También en la geografía chilena se expresan otras movilizaciones, como los conflictos y masivas protestas socio-ambientales desencadenadas en algunas regiones del país en contra del modelo centralista y extractivista, las cuales alcanzaron significativos niveles de unidad y combatividad, como fueron los casos de Aysén (cuotas de pesca y batallas territoriales contra la represión), Freirina (demandas por calidad de vida y contra la contaminación de aguas y aire por parte del holding Agrosuper) o Chiloé y Quintero ante los periódicos episodios de contaminación (“Zonas de sacrificio”). 

			En el capítulo titulado “Un largo mayo en Chiloé: territorio y luchas socioambientales en el Chile neoliberal”, Robinson Silva nos aporta luces para comprender a través de la situación producida en Chiloé en 2016, con la varazón de peces y la putrefacción que contaminó todo el sector, la subsecuente movilización de los trabajadores de la pesca y las comunidades. En ese contexto se articuló una serie de demandas que respondían al daño socioambiental, el abandono del Estado, los derechos territoriales y, por último, la instalación de nuevas demandas asociadas a la plurinacionalidad y derechos culturales y de género. De esta manera, al fragor de la protesta chilota, podemos calibrar un proceso de politización que se expresa en movilizaciones y asambleas territoriales, pero, sobre todo, a una generación de activistas chilotes que, motivados por la cuestión socioambiental, se movilizan a través de una crítica profunda al régimen neoliberal en tanto afecta diversas dimensiones de sus comunidades. 

			Estas demandas, actores y movilizaciones convergieron en la revuelta popular de octubre de 2019. Una protesta amplia y transversal, que daba cuenta del agotamiento y frustración en la sociedad chilena después de treinta años de neoliberalismo. Tal como expresa el texto “La lucha de calles y la revuelta de octubre de 2019”, de Viviana Bravo Vargas y Claudio Pérez Silva, se trataba del resultado de un proceso de acumulación de fuerzas sociales, intergeneracionales y sectoriales, de experiencias organizativas y luchas populares, que comenzaron a manifestarse con fuerza desde al menos el año 2001 en adelante. Pero la mayor novedad era que si hasta el momento habían estado fragmentadas, se levantaron todas juntas y al mismo tiempo, logrando generar una crisis política importante, donde fueron puestos en cuestión algunos de los pilares fundamentales del modelo en torno a problemáticas  como educación, salud, pensiones, derechos de agua, entre otras.

			La revuelta de octubre incorporó importantes cambios con respecto a las protestas del ciclo abierto desde el año 2001. Se desarrolló a lo largo de todo el territorio nacional, en las principales ciudades y pueblos del país. La ocupación y resignificación de espacios públicos por semanas y meses es otro aspecto singular para destacar; los escenarios de la protesta y la revuelta se ampliaron notablemente, lo mismo que la organización de base. Asambleas populares, cabildos, encuentros de comunidades permitieron enraizar la revuelta, diversificar los escenarios y las dinámicas de politización de miles de chilenos y chilenas. El despliegue masivo de formas violentas de lucha y las denominadas “primeras líneas” de autodefensa, como un componente más de la protesta, es otro aspecto importante que destacar en el marco de la revuelta. 

			En definitiva, si revisamos con detención estas historias de huelgas, marchas y revueltas, tendremos algunas respuestas —puede haber más— que nos permitan entender por qué los y las chilenas protestamos así, por qué elegimos ciertas trayectorias urbanas y formas de confrontación. Comprenderemos sobre todo que estas se hayan construido, sedimentado y transmitido históricamente. Porque lo que nos hemos propuesto con estas páginas, es dar cuenta de las continuidades y persistencias de las formas de protesta protagonizadas por la clase trabajadora y los sectores populares. Pero del mismo modo, de las nuevas formas de lucha, la emergencia de nuevos actores y escenarios de la movilización popular que surgen en cada contexto histórico.

			Entenderemos por qué en octubre de 2019 parecieron resurgir viejos fantasmas, como los de la Revuelta de los tranvías de 1888, de la Revuelta de la chaucha de 1949 o de los sucesos de abril de 1957, cuando miles conquistaron las calles a través de la acción directa, para poner límites a un proceso de alzas insostenible, que se expresaba en el transporte público. También los pasos de los trabajadores del salitre y su legado de organización proletaria, sus énfasis en torno a la necesidad de agruparse, tomar conciencia y enfrentar colectivamente la explotación asalariada. Ahí estaban sus asambleas, los pliegos petitorios, los estandartes, las banderas, los manifiestos y su prensa. Ahí estaba la huelga, la negociación, la educación popular, la persistencia. Esa experiencia la compartían y transmitían también los mineros del carbón desde su larga marcha de principios del siglo XX, hasta la radicalidad y organización alcanzada en las décadas siguientes. El fuego de las barricadas del paro nacional del 2 y 3 de julio de 1986, y otras formas de acción directa en contra de Pinochet, reapareció y destelló en las calles de octubre durante la revuelta. Eran llamas que, como decía la prensa por aquellos días, querían “quemar todo” símbolo económico, material e ideológico del neoliberalismo. También estaban las demandas por una Asamblea Constituyente que resonaban desde la década de 1980 en consignas, panfletos y paredes. 

			En este recorrido, la calle y sus esquinas, las plazas y sus encuentros se volvieron de importancia estratégica para que los que no tenían voz pudiesen ser escuchados y reconocidos. A veces interrumpiendo la circulación cotidiana para interpelar al poder, otras, marchando para entregar un pliego petitorio. A veces encendiendo hogueras, otras tantas, tocando cacerolas para demostrar fuerza y reconocerse entre muchos/as. Se trató de una escuela política viva, que vincula las rebeldías con la vida cotidiana y sus sueños de transformación. Lo fundamental de estas historias fue su carácter colectivo, espeso campo en que se construyó un Nosotros/as que transformó el tiempo y su reproducción. Y aunque la rueda del capital siguió girando, y las transformaciones fueron más lento de lo esperado, después de cada uno de estos hitos, no todo volvería a ser lo mismo. Ni para los que ahí estuvieron ni para los/las que vendrían. 






			PRIMERA PARTE

EL RÉGIMEN OLIGÁRQUICO Y LA CUESTIÓN SOCIAL, 1870-1930. LA IRRUPCIÓN DE LA PROTESTA Y LA ORGANIZACIÓN POPULAR






			I. ENTRE MOTINES Y PROTESTAS.
CONFLICTO POLÍTICO Y REBELDÍA POPULAR EN CHILE (1850-1891)

			IGOR GOICOVIC DONOSO*

			PRESENTACIÓN

			Tras los desajustes político-institucionales producidos por la guerra de Independencia y la subsecuente guerra civil (1810-1830), los gobiernos de la llamada “era portaliana” (1831-1861), encabezados por Joaquín Prieto, Manuel Bulnes y Manuel Montt, llevaron a cabo una reestructuración global de la institucionalidad política, intentando funcionalizar el modelo de organización de la sociedad a los intereses de la burguesía comercial y terrateniente, que se constituyó como grupo de poder. Para ello se organizó un sistema político, cuyos rasgos distintivos fueron la formación de un Ejecutivo fuerte y centralizado, orientado a garantizar el orden social y a facilitar la expansión de la economía primario exportadora.

			Las voces disonantes frente al sistema político centralizado fueron sistemáticamente acalladas por el peso de la noche. De hecho, el movimiento de oposición liberal que comenzó a organizarse a partir de la década de 1840, solo logró articularse inicialmente como núcleo intelectual, especialmente en el ámbito de la literatura, para posteriormente pasar a transformarse en un heterogéneo movimiento político, que se mostró sistemáticamente incapaz de constituir una alternativa real de poder.5

			De la misma manera, los sectores populares que durante la guerra de independencia y la fase temprana de organización del Estado se habían autonomizado social y políticamente, fueron cercados por las fuerzas militares, sufriendo la ejecución de sus líderes y la confiscación o destrucción de sus emprendimientos productivos, para luego ser sometidos a un estricto control policial y religioso.

			Tras la guerra civil de 1859, el régimen político oligárquico transitó hacia una creciente liberalización. Los cambios producidos por la modernización económica, inaugurada hacia la década de 1830 y madurada en la segunda mitad del siglo XIX, instalaron a nuevos actores sociales y políticos, como las burguesías minera, financiera e industrial. Estos nuevos sectores sociales, que se imbricaron a través de vínculos empresariales y familiares con las élites mercantiles y terratenientes, arrastraron a las élites liberales al poder y estas, a su vez, introdujeron ajustes al régimen político, como la prohibición de la reelección presidencial (1871), la ampliación del derecho a sufragio (1874), la ley de matrimonio civil (1884) y la abolición del voto censitario (1888). No obstante, estos ajustes por arriba no transformaron el sistema de dominación en Chile. Por el contrario, las clases populares vieron cómo la modernidad capitalista acentuaba la explotación laboral, precarizaba sus condiciones materiales de vida y extendía los mecanismos de control social. En este nuevo escenario, los sectores populares continuaron expresando su descontento a través de sus mecanismos tradicionales de resistencia, como la fuga y la cangalla, a la vez que, en cada circunstancia en que eran arrastrados a diferentes enfrentamientos bélicos (internos y externos), desertaban, formaban montoneras o saqueaban los bienes de los vencidos. Por otro lado, en el emergente mundo urbano, los arrabales se densificaban de forma sistemática y desde ellos irrumpían en el centro cívico y comercial cada vez que se presentaba la ocasión para el motín.

			En este texto nos proponemos analizar las diferentes formas que asumió la protesta popular en Chile durante el ciclo 1850-1891. Sostenemos que el régimen oligárquico, si bien pretendió establecer un estricto sistema de control disciplinario sobre los sectores populares, nunca logró neutralizar completamente la rebeldía popular. Esta, estimulada por las precariedades materiales en las cuales se desenvolvía la existencia cotidiana de los trabajadores, socializada como descontento en sus ámbitos de reunión y circulación y exteriorizada como rabia masiva y espontánea, sacudió circunstancialmente los cimientos del orden oligárquico, provocando pánico y horror entre las clases dominantes. No es extraño, en consecuencia, que la política pública del periodo haya puesto énfasis en la represión en un esfuerzo estéril por contener el vendaval desatado por los más pobres.

			EL ORDEN PORTALIANO Y LA PROTESTA POPULAR

			La derrota de las conspiraciones liberales y de las montoneras populares en la década de 1830 permitió la consolidación del régimen oligárquico conservador. De hecho, la administración de Manuel Bulnes (1841-1851), heredero político de Joaquín Prieto, se desarrolló en un clima de relativa tranquilidad política, apenas amagada por la crítica proveniente de los círculos intelectuales liberales. Este nuevo escenario favoreció, a su vez, la expansión de las actividades productivas, en especial las explotaciones cupríferas en Coquimbo y Atacama, así como de las actividades de la industria del carbón en el golfo de Arauco, a la par que la demanda de trigo proveniente de Perú, y posteriormente de California y Australia, permitió la expansión de los cultivos cerealeros en el valle central. El acelerado desarrollo experimentado por la economía entre fines de la década de 1830 y comienzos de la década de 1840 permitió, además, abocarse a una serie de tareas, como el desarrollo de una política pública de educación, que alcanzó su materialización con la fundación de la Universidad de Chile (1842), la Escuela Normal de Preceptores (1842) y la Escuela de Artes y Oficios (1849), en el estímulo a los procesos de colonización de las zonas sur-austral (Llanquihue y Valdivia) y austral (Magallanes), y en el despliegue de una política pública de mejoramiento de caminos, puentes e instalaciones portuarias.

			No obstante, el descontento liberal no se había extinguido, tan solo se encontraba aplastado por “el peso de la noche” y, más específicamente, por las políticas de control social y político que desplegaba el gobierno conservador de Manuel Bulnes. A contrapelo de ello, desde comienzos de la década de 1840, intelectuales y tribunos liberales, como José Victorino Lastarria, Álvaro Covarrubias, Manuel Antonio Matta y Jacinto Chacón, comenzaron a articular organizaciones de debate académico y político, como la Sociedad Literaria, creada en 1842, o el Club de la Reforma, fundado en 1849.6 Pero fue la Sociedad de la Igualdad, constituida en marzo de 1850, por Santiago Arcos y Francisco Bilbao, la organización que explicitó un programa de reformas de mayor radicalidad. Su composición interna era policlasista y concurrían a la misma sujetos provenientes de las filas de las élites liberales, así como artesanos de diversos oficios manuales. Su objetivo central era la formación de una sociedad de sujetos libres e iguales, para lo cual se hacía imprescindible democratizar el sistema político y mejorar las condiciones educativas y sociales del pueblo. Fuertemente influidos por la revolución burguesa de 1848, sus principales dirigentes se visibilizaban a sí mismos como los conductores de una masa popular armada que debía demoler los cimientos del régimen autoritario y clerical.

			No es extraño, en consecuencia, que junto a las polémicas públicas en que se enfrascaron con sus adversarios en el gobierno y en la iglesia, hayan dedicado sus mejores esfuerzos a preparar un levantamiento armado al estilo del protagonizado por el pueblo parisino en 1848. Pero sus esfuerzos fueron infructuosos, la conspiración igualitaria de abril de 1851, liderada por el coronel Pedro Urriola Balbontín (muerto en combate) y secundada por los principales dirigentes igualitarios, concluyó en un rotundo fracaso. Las tropas regulares convocadas a la revuelta por Urriola se mantuvieron dubitativas, mientras que los igualitarios solo lograron movilizar a un escaso número de militantes. Incapaces de copar los cuarteles de la Guardia Cívica y de la tropa leal al gobierno, los revolucionarios fueron rápidamente reducidos y sus dirigentes asesinados, encarcelados o puestos en fuga.7

			Una vez aplastada la revuelta, el gobierno de Manuel Bulnes convocó, en el mes de junio de 1851, a elecciones presidenciales regulares, evento en el cual su delfín, el abogado conservador Manuel Montt Torres, resultó electo por una amplia mayoría de los electores (132 sobre un total de 168). La elección fue impugnada por su contendor, el general penquista José María de la Cruz, lo cual precipitó la dictación del estado de sitio y la subsecuente represión a la oposición regional y liberal. Las tensiones se incrementaron entre julio y agosto de 1851, al punto de precipitar, en septiembre de ese mismo año, un levantamiento armado contra el gobierno, tanto en La Serena, bajo el liderazgo de José Miguel Carrera Fontecilla, como en Concepción, bajo la conducción de José María de la Cruz. Los rebeldes, incapaces de coordinar sus respectivos esfuerzos y carentes de un programa compartido que reestructurara el régimen político, fueron sucumbiendo ante sus adversarios en sucesivos enfrentamientos armados. Las tropas de José María de la Cruz fueron batidas en Loncomilla el 8 de diciembre de 1851, mientras que los liberales de La Serena, tras soportar un asedio de aproximadamente cuatro meses, se replegaron hacia Atacama, donde fueron derrotados el 8 de enero de 1852 (batalla de Linderos). La asonada liberal concluía, una vez más, en un fracaso.

			Cualquiera podría suponer que el programa igualitario, y por extensión la revuelta liberal, cautivó el interés y, en consecuencia, la adhesión de los sectores populares. Nada menos efectivo. Si bien una parte importante del artesanado de las ciudades de Santiago, San Felipe, Concepción y La Serena adhirió con entusiasmo a la revuelta, no es menos efectivo que el grueso de los trabajadores (peones rurales y urbanos) permaneció ajeno a la misma. Circunstancialmente se enrolaron tanto en el bando liberal como en el conservador o desarrollaron estrategias autónomas de movilización y protesta.

			En las regiones de Atacama y Coquimbo este proceso adquirió un importante nivel de desarrollo. Los trabajadores de minas y el artesanado de las ciudades de Copiapó y La Serena formaron columnas armadas que jugaron un rol destacado en la defensa de esta última durante el sitio que la afectó entre septiembre y diciembre de 1851, a la vez que se organizaban en un Consejo del Pueblo, que nominó como nuevo Intendente al tribuno liberal José Miguel Carrera Fontecilla. La derrota de los liberales en el norte, de los regionalistas conservadores en el sur y de los amotinados plebeyos en diferentes lugares del país, no supuso, necesariamente, un restablecimiento de la estabilidad. Las duras sanciones aplicadas contra los vencidos (ejecuciones sumarias, encarcelamiento, exilio, expulsión de las filas del ejército y de la administración pública) mantuvieron crispado el escenario político y prepararon las condiciones para una nueva revuelta.

			Efectivamente, los problemas surgidos hacia comienzos de la década de 1850 no habían sido resueltos al concluir la misma. Por el contrario, algunos de ellos se habían acentuado como resultado de la fractura experimentada al interior del bloque en el poder. En efecto, en 1857 una fracción del movimiento conservador (ultramontanos), fuertemente ligado a la Iglesia Católica, abandonó el gobierno de Manuel Montt, al que acusaban de patronalista, y dieron forma a una nueva alianza opositora que pasó a denominarse fusión liberal-conservadora.8 A partir de este momento la oposición adquirió un creciente grado de beligerancia, objetando todas las decisiones de la administración de Montt, en especial aquellas que marcaban el derrotero de la sucesión gubernamental, que, todos suponían, recaería en su ministro del Interior, Antonio Varas de la Barra.

			Estos cuestionamientos eran aún más radicales en el extremo norte del país, en particular en la Región de Atacama, donde la élite liberal, fuertemente ligada a la burguesía minera de la zona, bajo el liderazgo de Pedro León Gallo, reivindicaba un proyecto político autonomista que buscaba asegurar para la burguesía de la región los réditos de la acumulación minera.9

			A lo anterior se deben sumar los efectos de la crisis económica de 1858-1861, la que se vio precipitada por la caída en la producción de plata y por la pérdida de los mercados de California y Australia para el trigo chileno. Ambos fenómenos tuvieron severas repercusiones en el proceso de acumulación que la burguesía venía desarrollando sostenidamente desde la década de 1830, pero también sobre las rentas del Estado y sobre los trabajadores y sus familias. No es extraño, en consecuencia, que hacia fines de 1858 la situación política del país fuera particularmente inestable.

			Para la burguesía minera de Copiapó, la eventual llegada al gobierno de Antonio Varas suponía una acentuación de las políticas represivas y centralistas del Estado, en consecuencia, su disposición a la revuelta y al cambio violento del escenario político era mucho mayor. Sus principales dirigentes, Pedro León Gallo y Manuel Antonio Matta, se abocaron a la tarea de preparar un levantamiento que impidiera la candidatura de Varas, depusiera al gobierno y diera inicio a un nuevo proceso constituyente.10

			A comienzos de enero de 1859, la conspiración ya había construido redes en diferentes regiones del país, de manera que entre el 5 y el 28 de enero de ese año se levantaron en armas unidades militares, apoyadas por civiles liberales, en Copiapó, San Felipe, Valparaíso, Concepción, sumándose, posteriormente, las montoneras que asolaron las regiones de Talca y Chillán. En general, la revuelta fue rápidamente controlada por las fuerzas del gobierno, con excepción de Copiapó, donde los revolucionarios lograron tomar el control de la ciudad, luego de la región, para extender posteriormente el movimiento hacia La Serena, Ovalle e Illapel. La asamblea ciudadana constituida en Copiapó proclamó a Pedro León Gallo como intendente de la Provincia de Atacama, a la vez que acuñaba su moneda, diseñaba la bandera del movimiento (que es hoy día la bandera de la Región de Atacama) y utilizaba los establecimientos de fundición de la minería para fabricar su propio armamento.11

			Pese a sus primeros éxitos militares, como la toma del puerto de Caldera (18 de enero) y la derrota del ejército gobiernista en la batalla de Los Loros (14 de marzo), el aislamiento del movimiento en la zona de Atacama, la rápida deserción de los liberales de la zona central y la temprana derrota de las montoneras populares en la zona centro-sur, redundó en el debilitamiento del campo político revolucionario, y en su posterior derrota en las batallas de Cerro Grande (29 de abril) y de Copiapó (12 de mayo). Como en la revolución de 1851, los líderes liberales de la revuelta escaparon fuera del país, a la vez que la represión se ensañaba con los vencidos, en especial con aquellos de extracción popular. 

			No obstante, las fuerzas del gobierno también quedaron debilitadas. Tras el cese de las hostilidades Antonio Varas declinó su candidatura presidencial, obligando al gobierno de Manuel Montt a buscar una salida política a la crisis a través de un “pacto de transición” con la fusión liberal-conservadora. Ese pacto llevó a la Presidencia de la República, por dos periodos consecutivos (1861-1871), al político conservador José Joaquín Pérez Mascayano, quien, no obstante, dio inicio a una fase de creciente liberalización de la política, en especial a través de la libertad de prensa y de opinión. Ello, a su vez, se tradujo en una rápida amnistía para los vencidos en las revoluciones de 1851 y 1859, así como en la formación del Partido Radical (1863), organizado en Copiapó por los líderes de la revuelta de 1859.12

			La tendencia a la liberalización de la política se acentuó a partir de 1863, cuando el Presidente Pérez convocó a connotados liberales, como José Victorino Lastarria, Federico Errázuriz Zañartu y Álvaro Covarrubias Ortúzar, a asumir diferentes carteras ministeriales en el gobierno, a la par que introdujo en el debate político la reforma a la Constitución de 1833, la cual se materializó en 1871, con la limitación de la elección presidencial a un periodo.13

			Pero la estabilidad política por arriba no conllevó la desaparición de la protesta popular por abajo. Por el contrario, la misma comenzó a presentar nuevos rasgos. Algunos de ellos se expresaron en levantamientos indígenas en los territorios al sur del río Biobío, derivados del arribo de colonos que, con el aval del Estado, se comenzaron a establecer en la región. En las ciudades y villas, por su parte, el creciente grado de concentración de la población y las precarias condiciones de habitabilidad y trabajo en la que se desenvolvía la existencia de los sectores más humildes, hicieron irrumpir con fuerza el motín urbano. Mientras, en el Norte Chico y en el Valle Central, el fenómeno del bandolerismo rural adquiría crecientes proporciones.

			GUERRAS EXPANSIVAS Y RESISTENCIA POPULAR

			La relativa estabilidad política alcanzada durante el gobierno de José Joaquín Pérez Mascayano permitió neutralizar los conatos de subversión por arriba. No obstante, las tensiones históricas se mantuvieron entre quienes aspiraban a preservar el “espíritu” del Régimen Portaliano, autoritario y centralista, y aquellos que pretendían modificarlo en aras de un sistema político y económico más descentralizado. A ese efecto, los actores políticos se fueron incrementando, y a los tradicionales partidos Conservador (1836) y Liberal (1849) se sumaron el Partido Nacional (1857), el Partido Radical (1863) y, posteriormente, el Partido Demócrata (1887). Pero el ámbito en el cual se recluyó la disputa política fue en el hemiciclo del Congreso de la República, transformando las extensas y floridas intervenciones de los honorables en la expresión más tangible de dicha conflictividad.14

			Pero no solo el sistema político experimentó cambios durante este periodo. Las aceleradas transformaciones económicas iniciadas hacia la década de 1830, condujeron al país a un creciente grado de integración en los circuitos del capitalismo industrial en expansión y, junto con ello, precipitaron un incipiente proceso de modernización de la economía en lógica capitalista. La incorporación de la riqueza salitrera, tras el triunfo de Chile en la Guerra del Pacífico (1879-1883), el desarrollo del sector industrial, asociado a la incorporación del salitre, la expansión de la frontera agrícola sobre las tierras de La Araucanía, el surgimiento de una economía agro-industrial en Valdivia y el desarrollo de las explotaciones ganaderas en Magallanes, se convirtieron en la manifestación del creciente dinamismo que adquirieron las actividades económicas en el país. Esto tuvo múltiples implicancias desde el punto de vista social y cultural. Por una parte, extendió las relaciones sociales capitalistas de producción, ampliando el número de trabajadores asalariados, pero, dadas las características de la economía chilena, tendió a concentrar a dichos trabajadores en territorios y ámbitos específicos. Así, los polos de modernidad capitalista acentuaron los desplazamientos de población, tanto hacia el norte salitrero, como hacia los centros urbanos e incluso hacia las tierras de colonización de la zona sur y sur-austral. Junto con ello, la modernidad capitalista comenzó a introducir nuevas modalidades en la organización de las empresas (sociedades por acciones), en la gestión de las mismas (gerentes, administradores, contables, capataces, etc.) y en la organización de la producción (trabajo en turnos) y de la fuerza de trabajo (cuadrillas y oficios especializados).

			No es extraño, en consecuencia, que la conflictividad y la protesta popular hayan adquirido, a partir de la década de 1870, nuevas expresiones. En algunos casos, como durante la Guerra del Pacífico, se manifestó como resistencia al reclutamiento, pero también como ataques a los bienes y representaciones de la oligarquía (saqueo de Miraflores en 1881), mientras que, en otros, transitó desde la guerra de montoneras a la guerra de guerrillas, desplegada por los mapuche durante la denominada “Pacificación de la Araucanía”. En los campamentos mineros, a su vez, los trabajadores agrupados en territorios climáticamente hostiles, resistían las compulsiones laborales, a través de la huida y la cangalla; también por medio del motín y la revuelta. Por último, en los emergentes centros urbanos, el arrabal popular se convirtió en un foco de agitación, amenaza y desorden, que, cada cierto tiempo, explotaba de forma violenta.

			Efectivamente, el sostenido desarrollo experimentado por el capitalismo minero y el capitalismo agrícola entre las décadas de 1870 y 1890, precipitó el despliegue del aparato militar del Estado hacia la frontera norte y la frontera sur. En el primer caso, ello derivó en un sangriento enfrentamiento armado contra los pueblos vecinos de Bolivia y Perú, en la denominada Guerra del Pacífico; y en el segundo, en el desarrollo de una guerra de despojo y exterminio contra la población mapuche y los pueblos aborígenes de la zona de los canales y de Tierra del Fuego.

			El conflicto político-militar que enfrentó al Estado de Chile con las fuerzas aliadas de Perú y Bolivia entre 1879 y 1883 tuvo como principal motivación la disputa por los recursos económicos disponibles en las provincias de Antofagasta y Tarapacá, en especial el salitre, que ya se explotaba en la región desde la década de 1860. Como señalan destacados historiadores chilenos, peruanos y bolivianos, la disputa por los mantos calicheros está en la base de las tensiones que se fueron configurando a lo largo de la década de 1870 y que terminaron por precipitar la intervención armada del Estado chileno en la ciudad de Antofagasta, el 14 de febrero de 1879.15 

			En su fase inicial, la guerra fue vista con especial interés por las élites oligárquicas de los tres países, pero con desafección por sus respectivas clases populares. No obstante, el desarrollo de la prensa escrita y el acceso a la lectoescritura de una parte significativa de la población en Chile, contribuyó al desarrollo de un creciente “espíritu nacionalista” entre su población. Lo anterior se hizo más evidente entre los chilenos desplazados por Perú y Bolivia desde las provincias de Tarapacá y Antofagasta, respectivamente, y entre los habitantes de las regiones limítrofes de Atacama y Coquimbo.16 No obstante, una franja importante de la población, en todos los países involucrados, compuesta preferentemente por trabajadores rurales y comunidades indígenas, resisten el reclutamiento y esquivan sumarse a la guerra. Al comienzo de la campaña la inactividad militar y las inclemencias climáticas de la región estimulaban la deserción. Así lo indica Vicuña Mackenna en su texto sobre la campaña de Tarapacá de 1879: “(…) los soldados mismos comenzaban a ostentar su descontento individual y colectivo, desertándose de las filas a que se habían incorporado con tan sano i patriótico entusiasmo de voluntarios”.17

			También fueron frecuentes los amotinamientos e insubordinaciones de la tropa, en especial frente a situaciones de abuso y ultraje por parte de los oficiales. En muchas oportunidades, las insubordinaciones derivaban de la ausencia o debilidades de la intendencia militar, la cual no prestaba mayor atención a las necesidades de los soldados, en particular en las adversas condiciones que imponía el desierto. Las manifestaciones de insubordinación eran regularmente castigadas con dureza por los oficiales al mando, en muchos casos aplicando la pena de fusilamiento y, en otros, la de azotes en público.18 De esta manera, las tropas que marcharon a pleno sol desde Ilo hasta Hospicio (aproximadamente, 480 kilómetros), en el marco de la campaña de Tarapacá, lo hicieron con una escasa provisión de agua, lo cual derivó en un desbande de los soldados en las inmediaciones de Hospicio, el que fue controlado por el oficial al mando, Francisco Muñoz Bezanilla, con descargas de artillería. Informado el comandante en jefe del ejército chileno (Erasmo Escala) de la situación, recriminó al oficial a cargo el que no hubiese “(…) hecho fusilar a todos los cabecillas i a los demás los hubiese quintado”.19 Es decir, haber hecho fusilar, además, a uno de cada cinco de los soldados desbandados. 

			En otro sentido, las tropas chilenas que triunfaron en la cruenta batalla de Miraflores (15 de enero de 1881), asesinaron a una parte de los prisioneros desarmados, a la vez que se dedicaban a saquear y prender fuego a las viviendas de la localidad.20 El uso cada vez más frecuente de artillería de largo alcance, ametralladoras Gatling y minas eléctricas, artefactos que despedazaban a los soldados antes de ver las trincheras del enemigo, provocaba un fuerte impacto en los sobrevivientes, estimulando el deseo de venganza, el cual regularmente se materializaba en el ensañamiento con los vencidos. No era extraño, en consecuencia, que las tropas chilenas, una vez conquistados los parapetos del enemigo, asesinaran a quienes intentaban rendirse.

			Algo similar ocurrió en las diferentes operaciones militares que se produjeron en territorio peruano entre 1880 y 1883.21 Efectivamente, la destrucción del ejército y la desintegración del Estado peruano permitieron que tanto los desertores, la población local de los territorios ocupados y las tropas chilenas, llevaran a cabo acciones de saqueo sobre las propiedades y bienes de las clases dirigentes. Es más, el Estado de Chile facultó a los mandos de tropa a aplicar a la burguesía peruana fuertes contribuciones de guerra a objeto de forzar a la élite dirigente a alcanzar un acuerdo de paz con Chile, bajo las condiciones impuestas por el vencedor. La negativa de la élite al acuerdo y al pago de las contribuciones derivaba, habitualmente, en la confiscación de las propiedades o en su saqueo y desmantelamiento.

			Al concluir el conflicto, muchos veteranos de la Guerra del Pacífico se enrolaron como trabajadores en las explotaciones salitreras recientemente incorporadas por el país; otros, regresaron hasta el valle central, ingresando a las emergentes actividades industriales o las explotaciones agrícolas, y una parte no menor de los mismos continuó al servicio del Estado, participando activamente en el aplastamiento de la resistencia mapuche en el sur de Chile. No obstante, la gran mayoría de ellos continuó arrastrando la vida precaria y miserable que llevaban hasta antes del conflicto, expuestos a la pobreza material y al desamparo público. Pero no fueron pocos los que, enrolados en las filas de la clase obrera, se organizaron en sociedades de socorros mutuos y exigieron del Estado la compensación de los servicios prestados.

			También en el Wallmapu, a partir de la segunda mitad del siglo XIX, se produjo un recrudecimiento de la violencia. Efectivamente, la arremetida militar de la oligarquía, sumada a la usurpación de las tierras ancestrales, estimularon los levantamientos indígenas de 1869 y 1881, sofocados a sangre y fuego por las tropas del ejército chileno. De acuerdo a lo establecido por Jorge Pinto, la denominada “Pacificación de la Araucanía” arrancó con la creación de la Provincia de Arauco, en 1852, que estableció las condiciones jurídicas y administrativas que debían legitimar la ocupación del territorio mapuche. De esta manera, la subsecuente ocupación político-militar, iniciada en 1869, constituyó para el Estado chileno, para las élites políticas en el poder y los intelectuales que les dieron su respaldo, un acto legítimo de toma de posesión de un territorio históricamente chileno.22 Pero fue, también, un acto de justicia, ya que de acuerdo con la ideología predominante en la época (el positivismo y su vertiente dominante, el darwinismo social) se trataba de tierras ocupadas por salvajes incapaces de hacerlas producir. Así lo dejó de manifiesto el comandante José Manuel Pinto en una extensa memoria que presentó al gobierno en 1869. En dicho documento señalaba que “el carácter de los indios exije, para que la paz sea duradera, imponerles condiciones que solo aceptaran cuando se vean reducidos a la impotencia”. Es decir, el proyecto de transformación capitalista de la Región de La Araucanía y su plena incorporación al Estado de Chile requería del aplastamiento de toda forma de resistencia. Solo de esa manera se podía “integrar” a la población aborigen a la sociedad chilena.23

			De ahí entonces que, junto con la invasión militar, se llevó a cabo un proceso sistemático de expropiación de tierras indígenas, las que posteriormente fueron transferidas a los colonos que las cercaron y pusieron en explotación.24 De esta manera, el Estado generó las condiciones políticas necesarias para la expansión del capital agrario en el sur de Chile. Cabe señalar, además, que el proceso estuvo caracterizado por el uso masivo y desproporcionado de la violencia. Las tropas del ejército de Chile, al mando de los generales José Manuel Pinto y Cornelio Saavedra (campaña de 1869 a 1871), llevaron a cabo lo que José Bengoa denominó una “guerra de exterminio”: los soldados incendiaban las rucas, asesinaban y retenían como rehenes a las mujeres y a los niños, arreaban los animales y quemaban los campos de trigo.25 

			No obstante, las operaciones militares del ejército chileno enfrentaron la decidida resistencia de los arribanos que, bajo la conducción de José Santos Quilapán, mantuvieron en jaque a las tropas chilenas hasta 1871. Los mapuche desarrollaron dos tipos de maniobras militares. Por una parte, amagaron las líneas de suministros de las tropas chilenas, atacando las caravanas de transporte y los depósitos de municiones y alimentos (especialmente el ganado); y por otra, concentraron guerreros en las inmediaciones de las líneas más débiles del adversario (fuertes y poblados), para descargar sobre ellos ataques por sorpresa. Se trató, mayoritariamente, de una guerra de movimientos, que perseguía debilitar al enemigo para provocar el abandono de la política de ocupación. Por ello, no es extraño que, junto a las acciones militares, los mapuche recurrieran también, de forma sistemática, a los parlamentos y embajadas, a objeto de distender las relaciones con las autoridades de gobierno.26

			La posterior consolidación de la frontera en el río Malleco (1871-1880) permitió la ocupación definitiva de Arauco y de la zona de Traiguén. La modernidad capitalista, embarcada en los vagones del ferrocarril e informada a través del telégrafo, fluyó sobre las tierras mapuche modificando en profundidad el espacio económico y la vida social. Diez años después de culminada la primera etapa de la “Pacificación de la Araucanía”, un nuevo contingente militar se desplazó sobre el territorio mapuche. Se trataba en esta oportunidad del ejército triunfante en la Guerra del Pacífico, dotado ahora de nuevos recursos bélicos, como la artillería pesada, la ametralladora Gatling, el fusil de repetición Comblain y la carabina Winchester. Era, a su vez, un ejército veterano, fogueado en decenas de combates y con un mayor grado de internalización de la disciplina. Sus mandos, a su vez, habían sido encuadrados por el gobierno en la política de ocupación total del territorio. Frente a ellos se erigía una sociedad mapuche fuertemente golpeada por la campaña anterior y tensionada internamente por las desavenencias entre sus lonkos, tanto entre arribanos y abajinos, como al interior de cada una de estas agrupaciones. La insurrección mapuche, iniciada en el verano de 1881, tuvo su punto más alto de desarrollo en el levantamiento general de noviembre de ese año. Los ataques a Lumaco, Temuco e Imperial concitaron la preocupación de las autoridades, que enviaron nuevos refuerzos militares a la zona. Hacia el 15 de noviembre, el levantamiento ya había sido sofocado. Durante 1882 el ejército procedió a bloquear los pasos cordilleranos a objeto de reducir la maniobrabilidad estratégica de los guerreros mapuche y luego, en enero de 1883, tomó el control de Villarrica, su último bastión de resistencia militar.

			Más al sur, en Magallanes, la situación no fue muy diferente. Hasta la década de 1870 la región se encontraba precariamente integrada a la soberanía nacional. Solo la ciudad-presidio de Punta Arenas aseguraba el control sobre el Estrecho de Magallanes y el Paso de Drake y, de esta forma, sobre la principal ruta de navegación entre los océanos Atlántico y Pacífico. No obstante, habitaban la zona tres comunidades indígenas: los selk’nam, que ocupaban la isla de Tierra del Fuego y que se dedicaban predominantemente a la caza del guanaco; los kawéskar, que habitaban la zona de fiordos entre el Golfo de Penas y el Estrecho de Magallanes, dedicados a la recolección de mariscos y a la caza de huemules y lobos marinos, y los yamana, que ocupaban el área litoral sur de la isla de Tierra del Fuego, dedicándose, al igual que los kawéskar, a la caza de lobos marinos y a la recolección de mariscos. Las estimaciones de los misioneros salesianos, que se establecieron en la región hacia 1887, indican que estas tres comunidades contaban con aproximadamente 6.000 personas. Hacia la década de 1930, los indígenas selk’nam, yamana y kawéskar prácticamente habían desaparecido.27 Este verdadero genocidio comenzó con el descubrimiento de oro en Tierra del Fuego, a fines de la década de 1870. Miles de aventureros, tanto chilenos como extranjeros, comenzaron a arribar a la región con la pretensión de explotar los lavaderos auríferos de la zona. La llegada de estos aventureros y la depredación que hicieron del guanaco, principal recurso de subsistencia de los aborígenes, precipitó la reacción de los indígenas, que atacaban sus campamentos y robaban su ganado.

			Hacia mediados de la década de 1880, las actividades auríferas ya se encontraban en declinación, pero muchos de los antiguos buscadores de oro se habían transformado en colonos y habían solicitado, tanto del Estado argentino como del chileno, la concesión de tierras de colonización a efectos de constituir estancias destinadas a la explotación del ganado ovino. Las tierras de la región fueron entregadas generosamente a estos colonizadores, siempre en desmedro de los aborígenes, los que comenzaron a ser expulsados de los territorios que ocupaban. 

			La persecución y exterminio de la población aborigen se desarrolló con mayor intensidad entre 1881 y 1901. La violencia contra la población aborigen se dirigió de manera preferente contra los varones, en especial con los mayores de 16 años: es decir, contra aquellos que estaban en condiciones de combatir el proceso de ocupación que llevaban a cabo los estancieros. Pero a las mujeres en edad fértil se las reclutaba, tanto para el servicio doméstico en las estancias, como para servir de concubinas de los colonos y del peonaje nacional y extranjero que llegaba a la zona.

			Los sujetos que integraban estas bandas armadas eran, regularmente, jóvenes. Los de origen británico provenían de las clases subalternas y, en su mayoría, habían desarrollado el oficio de ovejeros o esquiladores en Escocia, Gales, Australia, Nueva Zelandia o Malvinas. A pesar de su origen humilde, eran portadores del ideario civilizatorio y colonialista británico, en consecuencia, aspiraban a transformar su existencia material y, para ello, se manifestaban dispuestos a eliminar los obstáculos que les imponía la sociedad salvaje. 

			El confinamiento en condiciones de encierro, las enfermedades introducidas por los inmigrantes y el déficit alimentario debilitaron los sistemas inmunológicos de los aborígenes, favoreciendo la propagación de las enfermedades. Del mismo modo, la destrucción de sus sitios de caza, de los centros ceremoniales y la evangelización forzosa, terminaron por aniquilar su cultura y, junto con ello, su condición de pueblo.

			No es extraño, en consecuencia, que los indígenas reaccionaran violentamente contra los invasores que depredaban sus recursos y que esto, a su vez, diera origen a despiadadas represalias. Lo anterior constituía un procedimiento habitual para las bandas de mercenarios al servicio de los estancieros, los que ejecutaban sumariamente a los indígenas que eran sorprendidos robando ovejas. 

			La rápida caída de la población aborigen, la permisividad de los Estados oligárquicos de Argentina y Chile con las políticas aniquilacionistas de las bandas armadas y la vertiginosa expansión de la estancia ganadera, permitieron, a su vez, la consolidación de las relaciones capitalistas de producción. La prosperidad de las empresas ganaderas y la de muchos de sus inversionistas se había logrado, preferentemente, merced al genocidio de la población aborigen. Hoy día, los descendientes de los antiguos estancieros continúan constituyendo la élite económica y política de la Región de Magallanes, mientras que la población selk’nam se encuentra extinguida, y los pueblos yamana y kawéskar superan levemente las 5.000 personas.28

			MOTINES POPULARES EN EL MUNDO URBANO

			Los motines urbanos, como los verificados en Santiago de Chile en 1878 y 1888, están normalmente asociados a una manifestación pública convocada por un sector de la élite dirigente, que suele ser desbordada por la movilización popular.29 

			Hacia 1878 se encontraba en su punto más alto la disputa chileno-argentina por la Patagonia austral. En ese contexto visitó Chile Manuel Bilbao, hermano del fallecido tribuno liberal Francisco Bilbao, quien dio varias conferencias de prensa y publicó algunos artículos en el periódico santiaguino El Ferrocarril, respaldando la demanda de Argentina a un mejor derecho sobre dichos territorios. Esta posición fue duramente impugnada por diferentes sectores políticos de la oligarquía, que defendiendo “los intereses superiores de la patria” determinaron organizar una manifestación pública contra Bilbao. Esa manifestación, que se verificó en el centro de Santiago, el día lunes 7 de octubre al atardecer, derivó en una serie de incidentes: enfrentamientos con la policía, apedreamiento de lugares públicos e intentos de saqueo al comercio y a las viviendas del sector. Al día siguiente, los incidentes se repitieron, pero con una mayor carga de violencia social. La convocatoria realizada por la élite política, destinada a protestar contra Bilbao, fue clara y definitivamente desbordada por los sujetos populares, que se apropiaron de la convocatoria y le dieron un carácter distinto.

			De acuerdo con las observaciones realizadas en terreno por la prensa santiaguina, se trataba de una “numerosa masa de pueblo de diversas condiciones”, que portaban pequeñas banderas nacionales y un gran número de campanillas, pitos y tarros de lata, con los cuales aumentaban el ruido, “que ya se percibía a muchas cuadras de distancia”. Este grupo inicial, encabezado por estudiantes de militancia liberal, se vio engrosado con centenares de curiosos que acudían desde todas partes.30 De tal manera, después de ser repelidos de la Alameda se trasladaron en tumulto hacia la Plaza de Armas. En ese lugar comenzaron a arrancar algunos postes de madera que resguardaban los árboles del costado del Portal Fernández Concha y a extraer piedras del pavimento para agredir a la policía.31 Las autoridades y la fuerza pública desplegada en el centro de la ciudad se encontraban desconcertadas. Es por ello que el oficial encargado de resguardar el orden público, al observar que los sucesos habían tomado proporciones alarmantes, “ordenó perseguirlos y dispersarlos, pero en esos instantes toda la jente se batía en retirada hacia la estatua de Buenos Aires, gritando la mayoría de los individuos que ya formaban cerca de 4.000, marchar a la Plaza de Armas”.32

			Como convergió sobre la plaza un contingente de policías, los manifestantes comenzaron a arrancar los escaños que rodeaban el paseo y a formar con ellos trincheras de defensa en previsión de un ataque. Rompieron asimismo algunos escaños para armarse con las tablas y barrotes de fierro. Después de estos ataques, la poblada regresó sobre la avenida central de la Alameda en dirección a la estatua de Buenos Aires, derribando a su paso los escaños de fierro, con los cuales iba formando barricadas para impedir las cargas que pudiera darle la caballería y destrozando los bancos de piedras para proveerse de proyectiles.33

			La situación había cambiado por completo. Las turbas en movimiento se vieron engrosadas por los sujetos que llegaban desde los barrios del sur de la ciudad. En este momento la asonada alcanzó su máxima intensidad. Los manifestantes ascendían a más de 4.000 y se desplazaban amenazadoramente a lo largo de la Alameda. En esas circunstancias, el segundo jefe del cuerpo, comandante don Exequiel Lazo, se presentó al pie de la estatua de San Martín y “pidió a la muchedumbre se calmara y evitara desórdenes contrarios a la cultura del país”. La respuesta fue inmediata: una piedra de grandes proporciones cayó sobre su pecho.34 La paciencia de la tropa y de la policía se agotó. El oficial a cargo de los operativos de seguridad reorganizó sus fuerzas y ordenó una carga definitiva. Solo a las once de la noche, y tras varias cargas de la caballería y de la infantería, la poblada logró ser dispersada y se restableció el orden. 

			El balance realizado por las autoridades respecto de la asonada arrojó deplorables resultados: daños de consideración a la propiedad pública y privada, por efecto del apedreamiento del Palacio de La Moneda, de la imprenta del periódico El Ferrocarril y por el saqueo de los locales comerciales, la destrucción del alumbrado público, los destrozos en las estatuas del paseo de la Alameda y en los escaños de dicho lugar y en los ubicados en la Plaza de Armas. Se calculó, además, que los heridos en las diferentes refriegas ascendían a 68, de los cuales 18 eran agentes de la policía y militares y 50 eran civiles que, al parecer, habían participado de los disturbios.35 

			Diez años más tarde un nuevo episodio, de similares características, inquietaba a las élites oligárquicas. Este fue el denominado “Motín de los Tranvías”, verificado el 29 de abril de 1888. El principal factor que explica este movimiento fue el alza del pasaje de segunda clase del transporte urbano, que era el más recurrido por las clases trabajadoras. Esta alza había sido decretada por la Empresa de Tranvías Urbanos a fines de 1887 y motivó la queja sistemática del Partido Demócrata, organización que, en base a su fuerte vínculo con los trabajadores urbanos, logró gestar una movilización ascendente en contra de la medida. El punto más alto de la movilización se alcanzó el 29 de abril de 1888. En esa ocasión, obedeciendo a una convocatoria de los dirigentes demócratas, más de 3.000 trabajadores se concentraron en las inmediaciones de la estatua de San Martín sobre la Alameda de las Delicias. Mientras los oradores del Partido Demócrata se sucedían en el uso de la palabra, en la periferia de la movilización, un grupo cercano a las 300 personas detuvo uno de los tranvías que circulaba por la Alameda, hizo descender a los pasajeros del vehículo y procedió a volcarlo para luego incendiarlo. La acción fue rápidamente replicada por otros grupos de trabajadores y, a los pocos minutos, tres vehículos del transporte público ardían en llamas en la Alameda. Los incidentes se extendieron rápidamente por todo el centro de la ciudad llegando a afectar a cerca de 16 tranvías.36 

			El arribo de la policía y de los granaderos del ejército transformó la asonada en un violento enfrentamiento entre los trabajadores y la fuerza pública. Los primeros arremetieron con piedras, adoquines y palos en contra de los segundos, a la vez que estos respondieron con golpes de sable y cargas de caballería. Mientras esto sucedía, grupos de niños y mujeres terminaban de desvalijar los tranvías, arrancando los asientos, la ornamentación y la madera, artículos con los cuales huían en diferentes direcciones.37

			Al caer la tarde, una parte de los trabajadores que participaban de la revuelta se dirigió hacia el poniente de la ciudad, buscando incendiar la estación central de los ferrocarriles urbanos, situada sobre la calle Chacabuco. La gravedad de la situación obligó a las autoridades a desplegar en el centro de la ciudad a más unidades militares, las cuales lograron desalojar el perímetro afectado solo en horas de la noche. Por su parte, los dirigentes del Partido Demócrata, sobrepasados por la movilización popular, intentaban vanamente contener a los trabajadores más exaltados, a la par que se excusaban por los desmanes frente a los piquetes represivos.38 Efectivamente, el Partido Demócrata y sus principales dirigentes lograron acreditar ante la justicia que su reclamo se encontraba fundado en la inequidad y arbitrariedad con las que había operado la Empresa de Tranvías Urbanos al subir la tarifa del transporte público. Los desórdenes, en consecuencia, los excedían y eran responsabilidad de aquella turba descontrolada y bárbara a la cual no se le reconocía un lugar en la organización.39

			Ambas movilizaciones pusieron de manifiesto la emergencia de una serie de problemas políticos y sociales, que habrían de tensionar, a partir de este momento, a las autoridades públicas y a la élite dominante. Un nuevo actor social, los pobres urbanos en proceso de proletarización, se asentaba en la ciudad y comenzaba a cuestionar violentamente los mecanismos y la simbología del poder. La explicación más recurrente que la élite y sus representantes políticos encontraron para estas revueltas, se relacionaba con la situación de pobreza y las subsecuentes condiciones miserables de vida que afectaban a los trabajadores urbanos. Era la pobreza el caldo de cultivo para la masificación de las conductas levantiscas, por ello se hacía necesario intervenir dicha condición estructural. 

			LOS SECTORES POPULARES Y LA CRISIS DEL ORDEN OLIGÁRQUICO

			En 1886 accedió al gobierno, apoyado por una alianza de liberales, radicales y nacionales, el dirigente liberal José Manuel Balmaceda. Al momento de ser electo para el cargo contaba con 48 años de edad y, pese a su juventud, poseía una dilatada trayectoria política: había sido embajador en Argentina y ministro de Estado en el gobierno de su predecesor, el también liberal Domingo Santa María. No es extraño, entonces, que una de las preocupaciones fundamentales de la nueva administración fuera invertir los recursos fiscales, derivados de los derechos que gravaban a las exportaciones de salitre, en un ambicioso plan de obras públicas, que contemplaba la extensión del tendido telegráfico, la canalización del río Mapocho, la construcción de nuevas líneas férreas, de un dique en Talcahuano y de nuevos puentes sobre los ríos Malleco, Biobío, Laja y Ñuble, y la habilitación de nuevos caminos y obras de infraestructura para la minería y la agricultura. Lo anterior coincidió con una importante ampliación de las coberturas educacionales (especialmente de aquellas relacionadas con la formación en oficios manuales), como de la infraestructura y el equipamiento industrial. No obstante, el nuevo gobierno no modificó el régimen de tenencia de la tierra, ni alteró las bases sobre las cuales se habían asentado históricamente las relaciones de dominación en el agro. Por el contrario, en el gobierno de Balmaceda se expandió la gran propiedad territorial en Magallanes, a la vez que se profundizaba la política de usurpación de tierras de las comunidades mapuche en el Wallmapu.

			Pero a partir de 1889, Balmaceda comenzó a exteriorizar una crítica al control que el empresariado británico tenía sobre los yacimientos salitreros y al manejo, vía cartel (combinaciones salitreras), de los precios del nitrato en el mercado internacional. Esa crítica, a su vez, se hizo extensiva a los socios locales de dichos empresarios, con lo cual un sector relevante de la burguesía comenzó a distanciarse de la nueva administración. En su crítica, Balmaceda reivindicaba que fuera el empresariado nacional el que tomara el control de la explotación y exportación del salitre para, de esa manera, asegurar que tanto los volúmenes de producción como los precios del recurso se establecieran en el país. Para ello resultaba imprescindible que la subasta de los títulos salitreros en manos del Estado recayera en productores nacionales.40 

			Este tipo de antecedentes explica el crecimiento de la resistencia parlamentaria a Balmaceda, como su rápida radicalización. Efectivamente, desde comienzos de 1890 la oposición al Presidente se nutrió de conservadores, radicales, nacionales y una franja del liberalismo, a la vez que el obstruccionismo parlamentario se hizo habitual. En tanto, el discurso que agitaban los tribunos opositores denunciaba la existencia de una dictadura que ahogaba las libertades públicas.41 A lo largo del año 1890 la situación política se tornó cada vez más violenta, con enfrentamientos callejeros regulares entre jóvenes pertenecientes a la oligarquía opositora y grupos partidarios del gobierno.42 Balmaceda, apoyado por una fracción del Partido Liberal, grupos de artesanos y trabajadores urbanos, y especialmente por el Ejército, clausuró en octubre el periodo de sesiones extraordinarias del Congreso Nacional y declaró vigente el presupuesto público del año anterior. De esta manera, el conflicto entre el gobierno y el Congreso llegó a un punto de no retorno.

			El conflicto armado se inició con la sublevación de la marina en enero de 1891, la cual se trasladó, junto con la mayoría de los dirigentes de la oposición, hasta la Región de Tarapacá. Después de algunas escaramuzas con las fuerzas leales al gobierno en Huara, San Francisco y Pozo Almonte, los sublevados tomaron el control de las provincias de Tarapacá, Antofagasta y Atacama, procediendo a nombrar una Junta de Gobierno, encabezada por el vicealmirante Jorge Montt. El gobierno, por su parte, procedió a confiscar los bienes de la oligarquía, clausurar los periódicos y los clubes sociales en los cuales se reunía la oposición, cerrar los tribunales de justicia y ejercer una estricta vigilancia sobre los sacerdotes que amparaban las conspiraciones y actos de sabotaje en la capital y en la zona central del país.

			Uno de los acontecimientos más cruentos del periodo se produjo en la localidad de Lo Cañas, en las inmediaciones de Santiago, el 18 de agosto de 1891. Ese día, un grupo de montoneros comisionados por el Comité Revolucionario de Santiago para sabotear los puentes sobre los ríos Maipo y Angostura y derribar la red del tendido telegráfico, fue sorprendido por unidades del Ejército oficialista, bajo el mando del comandante Alejo San Martín Astorga. La mayoría de los participantes fueron capturados con vida, sometidos a un juicio sumario y posteriormente ejecutados. Sus cadáveres, más de 84, entre jóvenes pertenecientes a varias familias de la élite oligárquica y algunos artesanos de Santiago, fueron despojados de sus ropas y de sus bienes y posteriormente incinerados en una pira.43

			Mientras se llevaban a cabo las ejecuciones en Lo Cañas, el Ejército sublevado, que tenía el control de la flota de guerra, desembarcó en el puerto de Quintero, derrotando al ejército del gobierno en las batallas de Concón (21 de agosto) y Placilla (28 de agosto). En ambos enfrentamientos se utilizaron profusamente las más modernas tecnologías de exterminio disponibles en ese momento: fusiles Gras y Comblain y carabinas de repetición Winchester, ametralladoras Gatling, minas de tierra y cañones Krupp, a la vez que la nueva doctrina militar, impuesta por los asesores alemanes del ejército opositor, entre los cuales destacaba su jefe de Estado Mayor, el coronel Emil Köerner, propugnaba un rápido y contundente aniquilamiento del ejército adversario.44 El resultado de esta particular ecuación fue devastador. Los cálculos de las víctimas de ambos ejércitos en las batallas de Concón y Placilla llegaron a los 8.000 efectivos. Una cifra extraordinariamente alta si consideramos que los principales enfrentamientos armados estuvieron concentrados en dos días (21 y 28 de agosto) y en un territorio relativamente reducido (provincia de Valparaíso). Este alto número de caídos se hace aún más relevante si lo comparamos con el total de soldados muertos durante la Guerra del Pacífico (1879-1883), los que llegaron a 14.000, de los cuales solo 2.700 eran chilenos.45 A ello se debe sumar el especial encarnizamiento que se tuvo con algunos de los vencidos. Muchos soldados balmacedistas que se entregaron fueron ejecutados en el acto, mientras que los dos principales oficiales del Ejército vencido, Orozimbo Barbosa y José Miguel Alcérreca, fueron brutalmente asesinados, sus cuerpos mutilados y expuestos públicamente.46 Un destacado líder del bando opositor, Ismael Valdés Vergara, no reprimió su satisfacción frente a este deleznable hecho: “Barbosa y Alcérreca no murieron como soldados, sino como mueren los criminales en el patíbulo, cobardemente (…). Ambos murieron balbuceando con humillación el perdón que nuestros soldados les negaron, porque ya no eran soldados, sino jueces que satisfacían la vindicta pública”.47

			Tras conocerse el resultado de la batalla de Placilla, Balmaceda le entregó el mando de la nación al general Manuel Baquedano y luego procedió a refugiarse en la legación de la República Argentina, donde se suicidó de un tiro, el 19 de septiembre de 1891, el mismo día en que expiraba su mandato presidencial. Pero la espiral de violencia no cesó con la muerte del jefe de Estado. En los días y meses siguientes a la derrota de las fuerzas del gobierno en Concón y Placilla se sucedió una serie de hechos violentos. Por una parte, las represalias adoptadas por los vencedores en contra de los vencidos se materializaron en persecuciones, procesos, encarcelamientos y destierros. En especial en contra de los mandos militares que permanecieron fieles al presidente de la República.48

			Pero los hechos más graves se produjeron inmediatamente después de que se hiciera público que Balmaceda había dejado el cargo. En la mañana del 29 de agosto cientos de personas se volcaron a las calles, ingresaron a las residencias de las autoridades del gobierno depuesto y procedieron a saquear sus bienes o a destruir aquello que no pudieron sustraer. Todo, al amparo de los dirigentes del Comité Revolucionario de Santiago y del frágil gobierno interino del general Baquedano.49 Pero el pillaje y los saqueos desbordaron rápidamente la conducción revolucionaria. La disciplina interna que caracterizó a estas acciones en las primeras horas de la mañana se perdió al caer la tarde. Aprovechando el vacío de poder existente, cientos de trabajadores y de pobres provenientes de la periferia urbana se entregaron también al saqueo y la destrucción, pero esta vez de forma indiscriminada, sin reconocer ni aceptar el mando del gobierno ni menos de la élite oligárquica. De esta manera, las casas de balmacedistas y revolucionarios fueron afectadas por igual, y la plebe insurrecta intentó incluso tomar por asalto las legaciones diplomáticas extranjeras.50 El orden solo pudo ser restablecido dos días después, cuando la Junta de Gobierno, encabezada por Jorge Montt, y amparado por las armas del “Ejército Constitucional”, ingresó a Santiago y tomó el control de las dependencias del gobierno, reorganizó la policía y redujo a la población insurrecta.

			CONCLUSIONES

			A 131 años de la “huelga de los tranvías” de 1888, un nuevo levantamiento popular conmocionó no solo a la ciudad de Santiago de Chile, sino que, en esta ocasión, a todo el país. El factor que precipitó la revuelta fue el alza en el precio del boleto del metro de Santiago, decretada por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, el 1 de octubre de 2019. El 14 de octubre de ese año, estudiantes de enseñanza media agrupados en torno a la Asamblea Coordinadora de Estudiantes Secundarios (ACES) convocaron a la ciudadanía a evadir el pago del billete de metro saltando los torniquetes de control. La acción emprendida por los estudiantes secundarios, que contó con la amplia aprobación de la población, se intensificó en los días posteriores. El 18 de octubre, a partir de las 20:00 horas, miles de trabajadores, estudiantes, pobres urbanos y profesionales precarizados, salieron a las calles a manifestar su descontento con el modelo económico neoliberal y con un régimen político cada vez más distanciado de la población. Muchos de los manifestantes transitaron rápidamente del descontento a la ira, para luego transformar la ira en violencia. El objetivo, como en otras ocasiones en la historia, fue el transporte público: en esta ocasión, los carros e instalaciones del metro de Santiago. El gerente general de Metro, Rubén Alvarado, haciendo referencia a los daños ocasionados por los manifestantes la noche anterior, señalaba a los medios de comunicación: “Tuvimos un nivel de daño en nuestras estaciones muy importante. De hecho, de las 136 estaciones de toda la red, hay 77 que presentan daños, de las cuales 20 fueron incendiadas y de esas, 9 estaciones fueron completamente quemadas”.51

			No cabe duda de que muchas de las manifestaciones populares de estas últimas dos centurias comparten varias características. Suelen desarrollarse en contextos de aguda crisis económica, social e institucional, se expresan como erupciones de rabia descontrolada, son objeto de duras medidas de control social y político y su energía se diluye cuando las élites de poder negocian acuerdos que internalizan parcialmente las demandas y neutralizan (cuando no aniquilan) las expresiones más radicales de la protesta. No obstante, uno de los rasgos más relevantes de la movilización social ha sido su capacidad de autonomizarse respecto de la conducción y objetivos que pretende señalarle la élite. Efectivamente, tanto en el siglo XIX como en el siglo XX, e incluso en el presente, han existido grupos sociales y políticos que han pretendido ponerse a la cabeza de la protesta popular y señalarle los objetivos políticos a alcanzar y las estrategias e instrumentos de lucha a utilizar. Lo intentó la élite patriota a comienzos del siglo XIX, la élite liberal durante las guerras civiles de esa misma centuria, los mandos militares en los diferentes conflictos internos y externos, el obrero ilustrado durante la “cuestión social” y el partido de clase durante buena parte del siglo XX. Pese a ello las clases populares siempre han resistido el control y la dirección de las élites, desbordando la conducción que se les pretende imponer y generando, a partir de su actuar, nuevos escenarios sociales y políticos.

			El campo popular, heterogéneo y multifacético, ha sido un celoso defensor de su autonomía social y política. Ha desconfiado sistemáticamente de las élites de poder y si bien se ha visto subordinado a su régimen económico y al orden institucional que estas le han impuesto, no es menos efectivo que en cada oportunidad en que se agudizan los conflictos de clase, el vendaval popular se despliega con furia, arrasando incluso con la imagen paradisiaca de sociedad construida por las élites y los medios de comunicación a su servicio.
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			II. PROTESTAS Y HUELGAS SALITRERAS: TRANSFORMACIONES EN LA EXPERIENCIA REIVINDICATIVA DEL PROLETARIADO SALITRERO BAJO LA CUESTIÓN SOCIAL, 1870-1930

			PABLO ARTAZA BARRIOS*

			NICOLE FUENTEALBA ROMERO**

			INTRODUCCIÓN

			El ascenso y expansión de la protesta popular en la historia de Chile posee una correlación directa con la experiencia popular bajo el ciclo del salitre. Propias de esta etapa son las imágenes cargadas de relatos de lucha, incluso heroicos, que nos han sido traspasadas en gran parte por la llamada historiografía marxista clásica, y posteriormente revisadas por la historia social y política chilena52. De esta forma, pareciera ser que mucho de lo que la historia de la protesta popular en Chile quiere hablarnos se cimienta y constituye en las áridas tierras del desierto de Atacama, consolidándose como la cuna del movimiento obrero chileno.53

			A pesar de su tardía incorporación al territorio nacional, producto de la Guerra del Pacífico (1879-1884), la experiencia del sujeto pampino ya con algo de anterioridad se había conformado en torno a un espacio de frontera, el que agrupaba a hombres y mujeres de diferentes rincones de la región y del planeta.54 Este territorio, marcado por su condición de tránsito y de altos flujos migratorios, además de su dependencia a los vaivenes comerciales externos, generó una identidad marcada por la inestabilidad, pero al mismo tiempo de una amplia valoración de la libertad. Tal experiencia diseñó un espacio distintivo que no se pudo apreciar con tanta claridad en otras zonas del territorio nacional. En definitiva, el pampino previo a 1879 ya era un sujeto social “propio de una temporalidad y una región”,55 en el cual la expansión del extractivismo capitalista tendió a acelerar su transformación. Todos estos elementos configuraron un espacio de convivencia entre lo local y lo global, pues mientras que las delimitaciones geográficas y culturales lo definían hacia el interior, una amplia y directa inserción en la economía mundial lo conectaban hacia afuera, ampliando sus relaciones e influencias. Asimismo, fue el escenario de multiplicidad de especificidades que se expresaban en la experiencia cotidiana de estos sujetos, tanto en el mundo del trabajo como del no-trabajo. 

			Dentro de este contexto experiencial, el advenimiento de la llamada cuestión social arremetió con violencia en la cotidianidad de los trabajadores, convirtiéndose en el motor de sus más primigenias reacciones frente al orden imperante. La temporalidad usualmente otorgada a este fenómeno (1880-1920)56 se desenvolvió estrechamente ligada al ciclo salitrero, previsiblemente porque la incorporación de esta industria a la economía nacional actuó como catalizador de un mayor despegue industrial. Lo cierto es que arrastró a un país inexperto hacia un camino acelerado de modernización, acarreando críticas consecuencias, principalmente para los trabajadores. Para Mario Garcés y, coincidentemente con él, para Julio Pinto, la cuestión social tuvo una doble manifestación, esencial para entender la expresión del sujeto pampino: por una parte, “volvió cada vez más opresivas las condiciones de vida popular”, y por otra, “se manifestó como protesta contra el orden social y político existente”.57

			En ella la protesta obrera tomó fuerza, pero también quedó permeada a la transformación, al movimiento, principalmente porque la cuestión social no era solo una noción teórica, sino la experiencia cotidiana de sujetos de carne y hueso que advirtieron en sus cuerpos —y como costo— las consecuencias de la modernización. A través de esa acción es que surge el movimiento obrero popular en Chile, posiblemente no en una fecha estática, pero sí en la cotidianidad de enfrentar la pobreza y la dominación.58 Ese impulso movilizador llevó a que durante los casi cincuenta años de la fase expansiva del ciclo salitrero,59 el sujeto pampino registrara hitos, como la primera huelga general del país, verificada en la ciudad de Iquique en 1890; la seguidilla de movilizaciones de principios del 1900, que terminaría con la cruenta matanza de obreros de 1907, también en la ciudad de Iquique; las enormes huelgas portuarias que revivieron el espíritu movilizador entre 1916 y 1918, y las nuevamente trágicas escenas vividas ante un prolongado contexto de crisis en la oficina Coruña, en 1925. La necesidad de transformar una realidad percibida y procesada como adversa parecería ser lo realmente heroico de su movimiento.

			Por ello, a lo largo de este breve escrito, nuestro objetivo será analizar este esfuerzo transformador, por medio del registro de las sucesivas estrategias desplegadas por el movimiento de los obreros del salitre durante el ciclo expansivo del mineral. Para lograrlo, nos concentramos en tres elementos de cambio: en primer lugar, el paso de lo social a lo político en las formas y repertorios de la acción reivindicativa, que fue un punto de inflexión en la construcción del movimiento obrero, al transformar las experiencias asociativas puramente particulares —especialmente de base gremial— hacia una organización provincial y posteriormente nacional, que les proporcionó a los trabajadores una proyección mayor, instalándose a la par de una política institucional que deliberadamente los había excluido del sistema. Pasar de lo social-laboral a lo político fue una forma de apropiarse de ese espacio, y la consecución del poder consiguiente, una estrategia creciente de su transformación.

			Como segundo elemento, el paso del ámbito de acción desde una dimensión eminentemente local a una nacional modificó profundamente las bases, estrategias y direccionalidad del movimiento. Con ello, la marginalidad y las sobreexigencias de un trabajo extractivo a pleno sol, articularon en la zona demandas sociales que no serían equivalentes a las de obreros de otras regiones y ciudades. Sin embargo, sucesivamente, con la generación de más amplias plataformas políticas, esta dimensión local, y todo lo que inicialmente se había estructurado a partir del propio escenario salitrero, se iría diluyendo hasta quedar subordinada a las luchas y demandas nacionales, con la consiguiente pérdida del protagonismo de la huelga. 

			En tercer lugar, durante este periodo, es posible observar que en paralelo a los dos anteriores, ocurrió otra dimensión de transformación, caracterizada por la paulatina pérdida de la posición estratégica detentada por el trabajador pampino. Al respecto, John Womack Jr. es claro en definir el poder elemental que posee el trabajo, el que pasa a constituir “la fuerza específica y exclusivamente obrera, (y) a final de cuentas la única fuerza obrera”, aunque necesariamente expresada a través de la acción colectiva.60 En este sentido, la huelga constituyó la forma predilecta de potenciar dicha fuerza, en tanto que obligaba a detener la producción de muchos otros. A medida que esta disminuyó —por efecto de las crisis cíclicas de la industria salitrera como por la mantención de una forma de trabajo tan rudimentaria que permitía fácilmente su reemplazo— se redujo también la fuerza de presión del trabajo y con ello la pérdida de la posición estratégica que durante las etapas iniciales ostentaba. 

			Queda ahora, por tanto, revisar concretamente cómo estos elementos se van transformando junto con la experiencia pampina y salitrera y, de ese modo, configurando la protesta obrera en el norte salitrero.

			DE LA HUELGA ESPONTÁNEA A LA CONSTRUCCIÓN INICIAL DEL MOVIMIENTO (1870-1900)

			Refiriéndose a la temprana década de 1870, Julio Pinto afirmaba que “la violencia fue una experiencia cotidiana y permanente para los trabajadores del salitre”,61 manifestándose en el espacio pampino por medio de un arraigado desorden cotidiano, estimulado posiblemente por la experiencia de libertad que les otorgaba la itinerancia. La desobediencia y la embriaguez habitual, que alternaban con la destrucción, el saqueo y las grandes asonadas de violencia espontánea, parecían ser la impronta de las grandes masas peonales y el dolor de cabeza de las autoridades locales. Sin embargo, estas muestras de rebeldía, mayoritariamente colectivas, aún transitaban una etapa primigenia dentro de la historia de la protesta popular. La falta de organización, los difusos objetivos de sus arremetidas, que a menudo afectaron a sus propios compañeros de clase, demostraban que el trabajo aún no era el campo de disputa preferentemente. Ya sea por su condición fronteriza o bien por la debilidad de los agentes del orden, el territorio pampino era un espacio ganado por la violencia. 

			IMAGEN 1. Calle de un campamento salitrero, 1898
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			Fuente: Vistas fotográficas de las faenas y puertos salitreros, Asociación Salitrera de Propaganda.

			No obstante, la década de 1880 transformó el escenario. El espacio de las salitreras, ahora bajo dominio chileno, se vio dominado por un régimen más estricto y “un poder estatal supuestamente más impositivo”,62 aunque al alero de una política de incorporación sumamente liberal, tal como lo demuestran las orientaciones sugeridas por la primera comisión consultiva, realizada para evaluar el sistema económico y administrativo que convendría adoptar en los territorios incorporados.63

			Creada por decreto supremo el 3 de enero de 1880, en su informe dirigido al ministro de Hacienda ratificaba el sentir de lo que la guerra en curso significaría para el Estado chileno, especialmente la idea central de que el salitre sería el “gran negocio industrial” para la república, el que aseguraría su porvenir rentístico y comercial. Para esto el gobierno deseaba que la cuestión del salitre fuera estudiada bajo sus diversas fases y con toda latitud, aunque a la vez negara y condenara toda posibilidad de intervención estatal, otorgando un “amplio régimen de libertad” a los industriales para relacionar el capital y el trabajo.64 Sobre esta base, el informe reveló que los problemas más urgentes por atender en la industria salitrera no pasaban aún por los trabajadores, pues su accionar por medio de la protesta espontánea e inorgánica no generaba un comportamiento consistente como para alertar a las esferas patronales. Los objetivos estatales estaban preocupados de consolidar el mejor despliegue posible de esta industria. 

			Con todo, la década de 1880 registró una reconfiguración de la rebeldía popular pampina, puesto que si bien persistió la violencia de los 70, el grado de esta disminuyó y se hizo presente en ocasiones puntuales, normalmente vinculadas a los periodos de recesión. Los alzamientos masivos ya no marcaron la tónica del comportamiento pampino, tampoco los saqueos ni la destrucción. Aparecieron, en cambio, los conflictos individuales entre uno o dos obreros con sus jefes directos, lo que provocó a su vez el despliegue de reacciones solidarias entre los compañeros. La efervescencia obrera, que antes inquietaba principalmente a las autoridades políticas, se trasladó finalmente hacia un nuevo campo en disputa: el trabajo. Los empleadores comenzaron a lidiar con las amenazas de estas nuevas actitudes rebeldes,65 que si bien no fueron tan voraces ni dramáticas en cuanto a destrucción, tocaron el delicado terreno de la producción y, por consiguiente, entorpecieron sus aspiraciones patronales sobre el aprovechamiento de este mineral ampliamente demandado como abono por la economía mundial. Para colmo de estos, la década de los 80 también fue protagonista del florecimiento de un discurso clasista entre los trabajadores, elemento fundamental para alimentar un antagonismo social pujante. Este proceso, junto a la evolución de la protesta, también se nutrió de la participación artesana y obrera en el asociacionismo mutualista que se extendía por la provincia. Así, en 1885, se constituyó la Sociedad de Artesanos y Socorros Mutuos La Protectora, el primer órgano en Tarapacá que efectivamente albergó a algunos artesanos entre sus socios y abogó por un discurso abiertamente “obrerista”. A pesar de su fracaso, su sola presencia marcaría un precedente esencial para las transformaciones venideras, especialmente hacia fines de la década. De esta forma, en perspectiva nacional, la asociación obrera en los 80 parece haber sido un fenómeno tardío en el espacio salitrero y dificultado particularmente por las condiciones de habitabilidad, su poblamiento reciente y constante renovación.66 

			A pesar de ello, la maduración de la protesta popular no tardaría en llegar, especialmente con el despuntar de la nueva década, pues en el mes de julio de 1890 se transforma radicalmente el escenario tarapaqueño, con el advenimiento de la primera huelga general registrada en la zona salitrera y en el país.67 Aquellos que parecían caminar lentamente en la senda de la conformación de un movimiento obrero, sorprendieron a una élite ensimismada que, hasta hace pocos años, veía sus arrebatos rebeldes como asuntos sin mayor peligro. La seguidilla de acontecimientos suscitados en la región, entre la huelga de 1890 y la guerra civil de 1891, anunciaron la presencia del bajo pueblo a través de oleadas de violencia que se alimentaron con el conflicto entre balmacedistas y congresistas.68 

			Durante la huelga general, los gremios de jornaleros y lancheros —hasta ahora vanguardia en la organización obrera— adquirieron la experiencia suficiente para que una vez iniciada la paralización movilizaran a la provincia entera. Gracias a esta exitosa convocatoria a los trabajadores de las pampas salitreras, se aceleró la toma de conciencia sobre la posición estratégica que detentaban, extendiendo hacia los demás trabajadores de la zona un elemento que ya estaba presente entre los trabajadores portuarios, quienes sabían de su importancia en el contexto de una economía exportadora, la cual usaban a favor de sus propios intereses, con resultados que cada año inquietaban más a las autoridades. A partir de este importante paso, la evolución de la protesta en el mundo pampino adquirió un mayor grado de organización, pero más importante aún, se volcó directamente al terreno del trabajo, fuente de toda su fuerza como protesta obrera. Desde este punto, la paralización de las faenas extractivas del nitrato ponía a la región en una posición extremadamente sensible, pues, por un lado, armaba un verdadero caos para los ingresos de los empresarios y del Estado, y por otro, alzaba a una posición de importancia a los trabajadores, desde la cual defender sus eventuales exigencias. 

			La experiencia desatada luego de julio de 1890 simbolizó un hito en la historia de la protesta popular en Chile, al representar la consolidación en la zona salitrera de la asociación popular. Al respecto, existe entre los autores un consenso claro sobre el floreciente despegue asociativo que se produce a partir de estos años, aunque no así cuando se evalúa la centralidad de lo laboral y lo crecientemente organizativo del comportamiento colectivo de los trabajadores salitreros. Sergio Grez, por ejemplo, tiende a mirar más críticamente las repercusiones de 1890, especialmente por la persistencia de elementos viejos en las formas de protesta obrera. Para él, la existencia de asonadas y motines, como el levantamiento de Tocopilla en 1892, el de Lagunas en 1894 y otra larga lista de irrupciones espontáneas, no terminan por consolidar la transformación en las formas de lucha, principalmente porque prescinden de apuntar hacia un cambio sustancial en las condiciones de trabajo69. Por el contrario, Julio Pinto insiste en que estamos ante una etapa de consolidación y maduración de la sociedad salitrera, donde las problemáticas asociadas a las condiciones del trabajo hegemonizan las demandas regionales y pasan a ser las principales fuentes de los estallidos sociales mencionados. Para este autor, si bien es cierto que persisten elementos anteriores, la experiencia societaria demuestra que también existe una mayor planificación, organización y, principalmente, un discurso de clase, desplazando, con esta nueva forma de protesta, la tradicional rebeldía popular espontánea. Sumado a ello, el marcado discurso “obrerista” que aparecerá en la prensa regional y la realización de un mayor número de huelgas por sobre motines, como la consiguiente composición clasista de estas, indican que, en esta primera fase ascendente (1890-1894) de movilización social, Tarapacá parece adelantarse una década al esquema general propuesto por Grez.70 

			De este modo, la mayor valoración de la condición obrera surgida entre los trabajadores de la zona, sumado al creciente espíritu de asociación, fueron la vía recurrente de los trabajadores de las provincias salitreras para constituirse y potenciarse como fuerza obrera efectiva. Las experiencias de la Sociedad de Artesanos y Socorros Mutuos de Iquique desde 1891, la Gran Unión Marítima a partir de 1892, y principalmente desde 1895 con la Liga de Sociedades Obreras de Iquique, permitirán finalizar el siglo sobre una base de propósitos asociativos claramente identificables y que se expresarán en una organización obrera, tarapaqueña, federativa y regional.71 

			La maduración experimentada por la sociedad pampina desde 1870 hasta los inicios del nuevo siglo se desarrolló dentro de un campo de particularidades propias del espacio salitrero. Las pautas recurrentes sobre las que se expandió la asociación obrera continuaron siendo netamente locales, marcadas por las agudas condiciones de subsistencia que la vida de los puertos y del desierto y el afán rentístico de los empresarios generaron —itinerancia, pobreza y marginación—. Sobre la base de esta misma expansión asociativa comenzaron a difundirse las influencias políticas con que, primero demócratas y luego anarquistas, contribuyeron a proporcionar herramientas para leer y procesar su adversa realidad, gracias a lo cual, con mucho en contra, la sociedad popular pampina “asistió a la constitución definitiva, en los niveles discursivos, organizacionales y políticos, de una clase obrera”.72

			LA MANCOMUNAL Y LA CONSTITUCIÓN DEL PODER OBRERO (1901-1909)

			El inicio de un nuevo siglo trajo consigo el comienzo de una nueva etapa en la consolidación del movimiento obrero salitrero. El fuerte proceso de proletarización alcanzado en las décadas anteriores, junto a la transformación de sus dinámicas organizativas, alcanzó durante la primera década del siglo XX un robustecimiento e integración más definitiva de elementos obreros. La marcada identificación de clase, expresada en la fundación de la Sociedad Combinación Mancomunal de Obreros de Iquique el año 1901, constituirá definitivamente una radicalización en la acción clasista de la organización popular tarapaqueña, pues esta organización, a pesar de ser formada bajo la apariencia de una mutual, convocó como potencial mancomunado a quien reuniera como condición prioritaria y excluyente el ser miembro de la clase obrera.73

			Junto a ello, la principal originalidad de esta asociación obrera radicó en la relación que estableció entre lo social y lo político. Por una parte, su base social estaba en la “refundación de todas las sociedades obreras en una sola, subsistiendo aquellas y organizándolas para tratar de mejorar la situación pecuniaria de la clase obrera”,74 es decir, apelaba directamente a una base social donde la centralidad asociativa estuviera en torno a la defensa del trabajo; y por otra, la estructura para llevar a cabo dichas aspiraciones dejaba claro que la vía del particularismo mutualista debía ser superada para crear nuevos mecanismos que enfrentaran más directamente las desigualdades provocadas por la confrontación entre el trabajo y el capital. Producto de ello, el número de huelgas registradas entre 1900 y 1907, solo en la Región de Tarapacá, prácticamente duplicó a las de la última década, graficando la pujante tensión social que se vivía en la zona.75 A poco andar, la efectividad de la Mancomunal se podía observar en el número de gremios que adherían a las paralizaciones, evidenciando la ampliación en la capacidad de convocatoria que estaba adquiriendo, además de asumir una notable irradiación hacia otras ciudades del país. Solo tres años más tarde de su fundación, durante la Primera Convención Nacional de Mancomunales realizada en Santiago el año 1904, ya existían 15 agrupaciones. Tal era el temor que despertaba la nueva organización que los industriales salitreros y las autoridades de la región no tardaron en comunicar, ese mismo año, al presidente de la República su preocupación ante la amenaza que representaba para sus intereses, especialmente por la labor agitadora que estaba protagonizando en la protesta popular. Apodada patronalmente como “Oficina de Huelgas”,76 la Mancomunal vino a transformar radicalmente el escenario de la organizació social y a profundizar, como veremos, los primeros pasos de la política popular en Chile.

			IMAGEN 2. Representantes obreros de la Mancomunal en su Convención Nacional
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			Fuente: La Vida Ilustrada. Revista de Variedades, Santiago, 4 de junio de 1904, 119.

			Parte de esto quedó registrado en una nueva comisión parlamentaria, la que en 1904, a pesar de estimar que no existía una cuestión social en las provincias salitreras, ya que las precarias condiciones de subsistencia de los trabajadores se relacionaban más con un problema moral que con el régimen de trabajo,77 reconoció la existencia de causas más relevantes que acrecentaron las grietas sociales de “un malestar más o menos serio y un principio de perturbación que, con razón o sin ella, tiende a desarrollarse”,78 a saber, las diferencias de nacionalidades aún persistentes en la sociedad pampina, especialmente entre empleadores y obreros, y la presencia de “agitadores” en la zona, indicados como los principales responsables del constante clima de inestabilidad. Esto evidenció que la seguidilla de huelgas y el crecimiento de la Mancomunal de Obreros como fermento de dichas paralizaciones había logrado llamar la atención a nivel nacional e incomodar a las autoridades.

			Como se indicaba, la línea de acción propuesta por la Mancomunal hacia formas de representación más directamente orientadas en la defensa del trabajo, preanunciaba la dimensión política que esta asociación obrera tomaría. El primero de los atisbos sería la fundación del Partido Obrero Mancomunal (POM) en 1903, el que buscó incidir de manera decisiva en las elecciones municipales y parlamentarias de ese año. A pesar del fracaso electoral sufrido, la acción partidista no se alejó de la Combinación Mancomunal, y volvieron a intentarlo en 1906. Por otra parte, la reestructuración de los principios mancomunados, en 1905, buscó consolidar lo político a través de la disminución decisiva del carácter mutual, y encaminarse abiertamente hacia el sindicalismo, opción que no trajo el apoyo masivo esperado. Para los miembros de la combinación, sobre la base de la representación y la defensa del trabajo se conseguiría la transformación profunda del orden social, que se construiría de manera gradual y en la medida que “la colectividad popular adquiriera una amplia representación parlamentaria”.79 Esto no significaba abandonar la labor movilizadora de los obreros en los puertos y pampas de las provincias salitreras, sino que, por el contrario, ambas formas de participación irían de la mano, pues se entendía que de esa manera el pueblo, por medio de representantes provenientes de él, accedería al poder. Ello quedó graficado en una publicación, de 1907, donde se comunicaban los objetivos que perseguían como organización: por una parte, el mejoramiento económico y social, y por otra, la “organización obrera política, para tener representantes propios que lleven a los diversos cuerpos políticos de la nación los dictados de los problemas obreros resueltos en la Cámara del Trabajo”.80 La tendencia de los siguientes años seguirá el mismo curso, al punto que la organización política pasará a ser el principal vector de las acciones de los mancomunados, sobre todo con la refundación de la tienda partidaria bajo el nombre de Partido Obrero Regional (POR), instancia en la cual la asociación popular buscaba acrisolar la representación de la fuerza de trabajo. 

			Mientras esto acontecía en Tarapacá, un caso contrario sucedió en Antofagasta. Ahí, la Combinación Mancomunal de Obreros de dicho puerto, fundada en 1903 bajo los mismos principios que su par iquiqueña, ya hacia 1905 se vio claramente influenciada por el anarquismo, que incidió en un cambio de estatutos registrado en 1906, donde se comunicó que la Mancomunal no debía “mezclarse absolutamente política [sic], por considerarla dañina para la unión y la armonía del elemento obrero”.81 A pocos meses de su fundación los ánimos reivindicativos y la agitación demostraban su predominio, especialmente en el liderazgo de las movilizaciones. Durante los meses de junio y julio de 1903, la Mancomunal se enfrascó en una lucha contra el contratista portuario de apellido Stevenson por los valores en los trabajos de embarque y desembarque, ofreciendo su participación directa en dichas funciones a menores costos totales. Finalmente, el conflicto laboral terminó con el despido de un gran número de trabajadores que participaron del movimiento, pero la Mancomunal había demostrado su alcance en organización e influencia.82 

			Al año siguiente, el creciente número de huelgas, mítines e incluso desórdenes, similares a los registrados en 1880, tensionaron el escenario antofagastino, especialmente durante el mes de septiembre, a través de un enfrentamiento entre obreros que concluyó con la muerte de dos de ellos y algunos heridos en la oficina Chile de Taltal.83 A los pocos días, en la oficina Grutas de Tocopilla, el subdelegado y el jefe del destacamento del batallón Esmeralda manifestaron que “los huelguistas están de acuerdo con los trabajadores de las distintas oficinas que existen en el Toco para hacer una huelga general en toda esa región salitrera”.84 Esto gatilló un temor que aumentó luego de que las oficinas Rica Aventura e Iberia se unieran a los demás huelguistas. La llegada de tropas al puerto no tardó en registrarse, pues se esperaba que bajaran “de las salitreras al puerto 2.000 individuos”.85 Sin embargo, según informó el periódico El Industrial, el gobernador interino de Tocopilla se adelantó a los hechos y “ordenó a la tropa de infantería hacer fuego contra los huelguistas”, lo que terminó “hiriendo y matando a varios”.86 Los ánimos quedaron tan encendidos que unos días después el vapor “Rancagua”, que “conducía 700 individuos para el sur de los que abandonaron sus trabajos en las pampas del Toco”, debió recalar en Antofagasta puesto que los obreros “formaron un gran desorden en el vapor y se sublevaron contra su oficialidad”, aunque finalmente el incidente encontró solución y estos continuaron su viaje.87

			En 1905, luego de una extensa movilización de los operarios del ferrocarril,88 una breve huelga fue alertada por las autoridades en la oficina Lastenia, iniciada por la petición de los obreros para que “fuera separado de su puesto el administrador”89. En junio, algunos operarios de la sección de maestranza de la oficina Pepita se declararon en huelga: reclamaban un aumento del jornal, debido a que la administración quitó “bruscamente los sobretiempos que ganaban los operarios por trabajar en la noche”, estimando que el solo sueldo de día “apenas les alcanzaba para vivir una vida miserable”.90 Ya en el mes de julio la oficina Ausonia registró una escena de gran violencia, con el intento de asesinato del administrador por parte de un obrero, el que, según los datos obtenidos por el corresponsal, “habría atacado al administrador tan solo porque le increpó su desobediencia”.91

			Con todo aquello, los ánimos en la provincia ya estaban lo suficientemente encendidos para que se registrara la huelga general de 1906, la que condujo a su conocido y trágico desenlace.92 La matanza de la Plaza Colón cerró brutalmente la huelga iniciada con la modesta petición de los operarios del ferrocarril por treinta minutos de colación adicionales (la Mancomunal antofagastina lideró las negociaciones de la movilización). La hostilidad de la administración, junto al miedo ante los miles de obreros congregados en el centro de la ciudad, aunaron todo hacia la represión y matanza de 48 obreros registrados, aunque el número se estima que pudo sobrepasar el centenar. Según Javier Mercado, la marcada tendencia anarquista desplegada por la Mancomunal durante todos esos años estuvo directamente vinculada tanto a la forma de enfrentar la movilización, de manera cada vez más confrontacional con los poderes dominantes, como, más ampliamente, en torno a una construcción de la sociedad popular antofagastina que sobrepasaba a los componentes obreros para incluir a los sectores no trabajadores y marginales de la sociedad. Precisamente, fue esta porción la que —durante los días siguientes— tomó en sus manos la venganza de los asesinados, por medio de violentos enfrentamientos, quemas y asaltos por el centro de la ciudad.93 Luego de estos trágicos acontecimientos, el desprestigio que rodeaba a la Mancomunal se fue agravando con los conflictos internos. Los liderazgos, que no suscitaban los más armoniosos ánimos, “imprimieron rumbo torcido” y fueron perdiendo asociados con mucha rapidez.94

			IMAGEN 3. Batallón Esmeralda ingresando a la Plaza Colón de Antofagasta, febrero de 1906
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			Fuente: Colección Museo de Antofagasta.

			IMAGEN 4. Embarque de tropas en Valparaíso para reforzar guarnición de Antofagasta, febrero de 1906
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